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INTRODUCCIÓN 
 

La economía social de mercado y el neoliberalismo representan dos 

enfoques paradigmáticos en la organización y regulación de las economías 

modernas, especialmente en el contexto latinoamericano y europeo; por su 

parte, la economía social de mercado, desarrollada principalmente en Alemania 

tras la segunda guerra mundial, busca combinar la eficiencia del mercado libre 

con la justicia social, promoviendo la competencia y la iniciativa privada, pero 

bajo un marco institucional que garantice la equidad y la cohesión social; dentro 

de este contexto, autores como Alfred Müller-Armack y Ludwig Erhard son 

considerados los principales teóricos de este modelo, el cual reconoce la 

importancia de la intervención estatal para corregir fallas del mercado y 

asegurar el bienestar general (Müller-Armack, 1966 y Erhard, 1958). 

La regulación de precios es una herramienta de política económica 

utilizada por los gobiernos para intervenir en el funcionamiento de los 

mercados, estableciendo límites máximos o mínimos a los precios de bienes y 

servicios; en el contexto económico actual, marcado por fenómenos como la 

inflación, la globalización y las crisis recurrentes, la regulación de precios 

adquiere una relevancia especial dado que busca evitar que los consumidores 

paguen precios excesivos por productos esenciales, especialmente en 

situaciones de escasez o emergencias ayudando a garantizar el acceso a 

bienes básicos para toda la población (Stiglitz, 2000, p. 89).  
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Cuando la economía experimenta aumentos generalizados y sostenidos 

de los precios (inflación), los gobiernos pueden imponer controles de precios 

para evitar que la inflación se descontrole y erosione el poder adquisitivo de los 

ciudadanos, especialmente los de menores ingresos (Krugman & Wells, 2018), 

en ese sentido, el control de precios puede prevenir situaciones de malestar 

social que surgen cuando los precios de productos básicos se disparan, lo que 

puede traducirse en protestas o inestabilidad política (Pindyck y Rubinfeld 

2018); por otro lado, en mercados donde existen monopolios u oligopolios, las 

empresas pueden fijar precios artificialmente altos, entonces, la regulación 

permite limitar estos excesos y fomentar una mayor equidad en el acceso a los 

bienes y servicios (Galbraith, 1992, p. 217); sin embargo, algunos sectores 

considerados estratégicos para el desarrollo nacional, como la energía o la 

vivienda, pueden estar sujetos a regulación de precios para estimular la 

inversión, proteger a las familias y asegurar la competitividad de la economía 

(Mankiw, 2021, p. 92). 

En el contexto actual, caracterizado por una creciente complejidad 

normativa y una mayor exigencia de transparencia y ética empresarial, las 

MYPES enfrentan dificultades para adaptarse a los estándares de 

cumplimiento normativo (compliance) que hoy son habituales en empresas de 

mayor envergadura; esta situación se agrava por la percepción de que la 

implementación de sistemas de compliance implica altos costos y una inversión 

significativa de recursos, lo que genera resistencia al cambio y limita la 

adopción de buenas prácticas en materia de gestión de riesgos (Rosales, 2024) 
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La ausencia de sistemas de compliance en las MYPES se traduce en una 

mayor vulnerabilidad frente a sanciones legales, multas, e incluso la posibilidad 

de disolución o cierre definitivo de la empresa ante infracciones graves, como 

delitos de corrupción o lavado de activos; además, la falta de cumplimiento 

normativo afecta negativamente la reputación de la empresa, dificultando el 

establecimiento de relaciones comerciales con empresas más grandes y 

limitando el acceso a nuevos mercados (Ugaz, 2014). 

Las contrataciones con el estado constituyen un pilar fundamental para el 

desarrollo y funcionamiento de la administración pública, ya que permiten la 

adquisición de bienes, servicios y obras necesarios para satisfacer las 

necesidades colectivas y garantizar el interés general; en ese sentido, en el 

contexto peruano, este proceso se encuentra regulado por un marco normativo 

específico, cuyo cumplimiento es supervisado por el organismo supervisor de 

las contrataciones del estado (OSCE), entidad encargada de velar por la 

transparencia, eficiencia y legalidad en las adquisiciones públicas. 

Diversos autores han destacado la importancia de la contratación pública 

como instrumento para promover la eficiencia en el gasto público y prevenir 

actos de corrupción (García, 2017; Paredes, 2019); según la doctrina, la 

correcta aplicación de los principios de libre competencia, transparencia y 

equidad resulta esencial para fortalecer la confianza ciudadana en las 

instituciones estatales (Vega, 2018). 
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CAPITULO I.- Planificación del Trabajo de Suficiencia Profesional 
 

1.1. Título y descripción del trabajo 
 

 

Título del Trabajo 
 

El presente trabajo de suficiencia profesional lo he titulado: Análisis de 

la constitución del Perú de 1993 sobre el sistema económico vigente y las 

contrataciones del estado.  

1.2. Objetivos del presente trabajo 
 

el neoliberalismo surge como una reacción crítica frente a los modelos 

intervencionistas y de bienestar social, proponiendo la reducción del papel 

del Estado en la economía, la liberalización de los mercados y la 

privatización de empresas públicas, en ese sentido, inspirado en las ideas 

de Friedrich von Hayek y Milton Friedman, el neoliberalismo sostiene que la 

libertad económica es condición necesaria para la libertad política, y que la 

intervención estatal debe limitarse a garantizar el marco legal y la 

estabilidad macroeconómica (Hayek y Friedman, 2016). 
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Sin embargo, diversos autores han señalado que, en la práctica, el 

neoliberalismo ha generado tensiones sociales y desigualdades, 

especialmente en América Latina, donde su implementación ha sido objeto 

de intensos debates académicos y políticos; dentro de este contexto, 

ambos enfoques reconocen la importancia del mercado, pero difieren en el 

grado y la forma de intervención estatal, así como en sus objetivos sociales 

y económicos; dado que mientras la economía social de mercado enfatiza 

la complementariedad entre Estado y mercado para lograr una sociedad 

más justa, el neoliberalismo privilegia la autonomía del mercado como 

motor principal del desarrollo económico (Resico, 2011). 

El estudio de la importancia de la regulación de precios en el contexto 

económico actual es fundamental para comprender cómo las políticas 

públicas pueden influir en el bienestar social, la equidad y la estabilidad 

macroeconómica, dado que en un entorno marcado por la volatilidad de 

precios internacionales, tensiones inflacionarias y desigualdades 

crecientes, analizar la regulación de precios permite identificar mecanismos 

efectivos para corregir distorsiones del mercado y proteger a los sectores 

más vulnerables; en ese sentido, como lo señala Stiglitz (2000), "la 

intervención del Estado en la economía es indispensable cuando los 

mercados, por sí solos, no logran resultados eficientes o justos, 

especialmente en la provisión de bienes básicos" (Stiglitz, 2000, p. 93); 

esto adquiere relevancia en el escenario actual, donde la pandemia, la 

guerra y los cambios en las cadenas de suministro han provocado 
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aumentos abruptos en los precios de productos esenciales (Krugman & 

Wells, 2018). 

Como señala Juan Diego Ugaz (2014), un programa de compliance 

robusto puede reducir significativamente la responsabilidad penal de la 

empresa y proteger su reputación corporativa, factores fundamentales para 

la continuidad y el crecimiento empresarial; por otro lado, la 

implementación de sistemas de compliance no solo permite mitigar riesgos 

legales y laborales, sino que también fortalece la cultura organizacional, 

promueve la ética y la transparencia, y mejora la eficiencia en la gestión 

empresarial; dentro de este contexto, según Repsol (2024), el compliance 

debe entenderse como una filosofía que permea todos los niveles de la 

organización, generando un entorno de confianza y responsabilidad que 

impacta positivamente en la imagen y sostenibilidad de la empresa. 

Las contrataciones públicas son un instrumento esencial para la 

gestión estatal, ya que permiten a los gobiernos adquirir bienes, servicios y 

obras necesarios para el cumplimiento de sus funciones y la satisfacción de 

las necesidades colectivas; dentro de este orden de ideas, según Hermany 

y Sauzem (2018), los contratos administrativos constituyen una 

herramienta indispensable para la implementación y aplicación de políticas 

públicas, lo que evidencia su impacto directo en la mejora de las 

condiciones de vida de los ciudadanos y en la eficiencia del gasto público; 

en ese sentido, diversos autores han señalado que la contratación pública 

es fundamental para la gobernanza estratégica, pues, si se gestiona 

adecuadamente, puede garantizar la eficiencia del sector público y 
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fortalecer la confianza ciudadana en las instituciones estatales (Da Rosa et 

al., 2015; Rodríguez, 2016). 
 

 

1.3. Justificación 

En el Perú, el neoliberalismo, que alcanzó su auge en América Latina 

en la década de los noventa, se caracterizó por la reducción del papel del 

Estado en la economía, la liberalización de los mercados y la promoción de 

la competencia y la propiedad privada como motores del desarrollo; sin 

embargo, diversos estudios han señalado que la aplicación de políticas 

neoliberales en la región han estado asociadas a un aumento de la 

pobreza, la concentración de la riqueza y la vulnerabilidad social; según 

Mariana Calvento (2006) destaca que el neoliberalismo es una de las 

principales variables para explicar la creciente pobreza en América Latina, 

ya que las reformas estructurales impulsadas bajo este paradigma no 

lograron resolver los problemas de desigualdad y exclusión social, sino que 

en muchos casos los profundizaron. 

Frente a los límites del neoliberalismo, la economía social de mercado 

propone una combinación entre la eficiencia del mercado y la intervención 

estatal orientada a garantizar la justicia social y la protección de los 

sectores más vulnerables; este modelo, inspirado en la experiencia 

alemana de posguerra, reconoce la importancia de la regulación estatal 

para corregir las fallas del mercado y promover el bienestar colectivo; en 

ese sentido, la economía social de mercado se presenta así como una 
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alternativa viable para países latinoamericanos que buscan crecimiento 

económico con equidad y cohesión social (Bresser, 2009). 

El estudio de ambos enfoques es relevante porque permite 

comprender por qué las políticas neoliberales, al priorizar la desregulación 

y la reducción del Estado, han generado crisis recurrentes, inestabilidad 

macroeconómica y una mayor concentración de la riqueza, como lo señala 

Irma Sandoval (2005) en su análisis sobre el sector bancario mexicano y la 

relación entre liberalización, corrupción y rentismo; por otro lado, la 

economía social de mercado ofrece herramientas conceptuales y prácticas 

para repensar el papel del Estado y la sociedad civil en la construcción de 

sistemas de protección social más inclusivos y sostenibles, como 

argumenta el estudio de Cristiano y Rosa (2020) sobre el Neoliberalismo y 

protección social en América Latina: salvando el capital y destruyendo el 

social. 

El estudio de la regulación de precios permite evaluar los límites y 

riesgos de la intervención estatal; en ese sentido, según Pindyck y 

Rubinfeld (2018) advierten que, si bien los controles pueden proteger a los 

consumidores, también pueden generar efectos secundarios como escasez 

y mercados paralelos, destacando la necesidad de un diseño cuidadoso y 

contextualizado de estas políticas (Pindyck & Rubinfeld, 2018, p. 198). 

Por otra parte, analizar este tema es clave para comprender el papel 

de la regulación en la promoción de la cohesión social y la estabilidad 

política; según Galbraith (1992) argumenta que "el control de precios es, en 

ocasiones, un instrumento necesario para evitar conflictos sociales y 
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garantizar la paz social en momentos de crisis" (Galbraith, 1992, p. 219); 

consecuentemente, el estudio académico de la regulación de precios es 

esencial para diseñar políticas públicas efectivas, anticipar sus impactos y 

contribuir a la construcción de sociedades más justas y resilientes; 

entonces, este análisis resulta especialmente pertinente en el contexto 

económico actual, caracterizado por la incertidumbre y la necesidad de 

respuestas rápidas y eficientes por parte del Estado. 

Por otro lado, las MYPES suelen enfrentar barreras adicionales, como 

la falta de recursos, la resistencia cultural y la dificultad para adaptar 

políticas de compliance a su realidad operativa; en ese sentido, Camilo 

Clavijo (2014), destaca que la decisión de implementar un programa de 

compliance debe ir acompañada de la asignación de recursos y de una 

evaluación continua para asegurar su eficacia y sostenibilidad (Clavijo, 

2014) 

Dentro de este contexto, la adopción de sistemas de compliance en 

las MYPES es esencial para evitar sanciones legales y laborales, dado que 

cumplir con la normativa vigente reduce la exposición a multas y procesos 

judiciales, proteger la reputación empresarial, dado que un sistema de 

cumplimiento transmite confianza a clientes, proveedores e inversores, 

mejorando la percepción de la empresa en el mercado, fortalece la gestión 

empresarial, dado que el cumplimiento optimiza los procesos internos, 

fomenta la ética y la responsabilidad, contribuyendo a la sostenibilidad a 

largo plazo y facilita las relaciones comerciales, dado que las empresas de 

mayor tamaño exigen a sus proveedores el cumplimiento de estándares 
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normativos, lo que puede ser una barrera o una oportunidad para las 

MYPES (Rosales, 2024) 

Autores como Juan Diego Ugaz y Camilo Clavijo, así como 

investigaciones académicas de la Pontificia Universidad Católica del Perú, 

subrayan que los beneficios de implementar sistemas de compliance 

superan ampliamente los costos iniciales, especialmente en un entorno 

donde la gestión de riesgos es clave para la supervivencia y el crecimiento 

de las MYPES. 

Finalmente, es menester precisar que el Neoliberalismo, se basa en la 

primacía del mercado libre, la competencia y la mínima intervención estatal; 

es decir, sus principales teóricos, como Friedrich von Hayek y Milton 

Friedman, defendieron la desregulación, la privatización y la apertura 

comercial como motores del desarrollo económico; es decir, el Estado debe 

limitarse a garantizar el marco legal y la estabilidad macroeconómica, 

evitando intervenir en la economía salvo en casos excepcionales (por 

ejemplo, catástrofes naturales); el neoliberalismo surge como reacción al 

Estado de bienestar keynesiano, promoviendo la libertad individual y la 

propiedad privada como valores centrales (Hayek y Friedman, 2016). 

La economía social de mercado, propone una síntesis entre la 

eficiencia del mercado y la justicia social, combinando la libertad 

económica con la responsabilidad social; es decir, el Estado tiene un papel 

activo en la regulación, la redistribución y la provisión de bienes públicos, 

asegurando que el crecimiento económico beneficie a toda la sociedad y no 

solo a ciertos sectores, inspirada en la experiencia alemana de posguerra, 
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la economía social de mercado busca corregir las fallas del mercado y 

garantizar derechos sociales básicos, como salud, educación y protección 

social (Resico, 2005). 
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CAPITULO II.- Marco Teórico 
 
2.1 Qué es la economía social de mercado y neoliberalismo. - 
 

La economía social de mercado surge en Alemania tras la segunda 

guerra mundial como una respuesta a los excesos tanto del liberalismo 

clásico como de la economía planificada; sus principales exponentes, 

Alfred Müller-Armack y Ludwig Erhard, propusieron un modelo que combina 

la eficiencia del mercado con la justicia social; en ese sentido, este enfoque 

sostiene que el Estado debe garantizar un marco institucional que 

promueva la competencia, pero también intervenir para corregir 

desigualdades y asegurar el acceso a bienes y servicios básicos para toda 

la población (Müller-Armack, 1966 y Erhard, 1958). 

El modelo alemán de economía social de mercado se caracteriza por 

la coexistencia de la libertad económica y la responsabilidad social, donde 

el Estado actúa como regulador y garante de la cohesión social; en ese 

sentido, busca evitar tanto el intervencionismo excesivo como el abandono 
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social, promoviendo políticas de bienestar, protección laboral y 

redistribución de la riqueza (Müller-Armack, 1966 y Erhard, 1958). 

Neoliberalismo: Fundamentos y Expansión 

El neoliberalismo, por su parte, emerge en la segunda mitad del siglo 

XX como una reacción frente a los modelos intervencionistas y de bienestar 

social inspirado en las ideas de Friedrich Hayek y Milton Friedman, el 

neoliberalismo promueve la reducción del papel del Estado en la economía, 

la liberalización de los mercados, la privatización de empresas públicas y la 

austeridad fiscal como pilares fundamentales (Hayek y Friedman, 2016). 

Según Stiglitz (2002), los contenidos centrales del neoliberalismo son 

la austeridad fiscal, la privatización y la liberalización, lo que implica una 

confianza en que el mercado, sin interferencias estatales, es el mejor 

asignador de recursos y generador de crecimiento económico; en este 

sentido, el Estado debe limitarse a garantizar el marco legal y la estabilidad 

macroeconómica, dejando en manos del sector privado la provisión de 

bienes y servicios (Delgado, 2006). 

Comparación y Debate Actual 

La principal diferencia entre ambos modelos radica en el papel 

asignado al Estado, dado que mientras la economía social de mercado 

considera que Estado y mercado son instituciones complementarias, donde 

el primero coordina y regula para garantizar la equidad y la cohesión social, 

el neoliberalismo privilegia la autonomía del mercado y limita la 

intervención estatal a su mínima expresión (Bresser, 2009). 
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En América Latina, la aplicación de políticas neoliberales desde la 

década de 1980 ha generado intensos debates; en ese sentido, si bien se 

lograron avances en términos de apertura económica y control de la 

inflación, también se observaron efectos negativos como el aumento de la 

desigualdad, la precarización laboral y el debilitamiento de los servicios 

públicos; dentro de este contexto, diversos autores han señalado que la 

liberalización y la privatización, sin un marco institucional sólido, pueden 

profundizar las brechas sociales y limitar el desarrollo sostenible (Bresser, 

2009). 

Críticas y Perspectivas 

Las críticas al neoliberalismo se centran en su tendencia a aumentar 

la desigualdad, debilitar la protección social y priorizar el crecimiento 

económico sobre la equidad y la sostenibilidad ambiental; por otro lado, la 

economía social de mercado es valorada por su capacidad para equilibrar 

eficiencia y justicia social, aunque enfrenta desafíos en contextos de 

globalización y competencia internacional. 

Autores como Joseph Stiglitz han destacado la importancia de 

repensar el papel del Estado para lograr un desarrollo más inclusivo y 

sostenible, señalando que la coordinación entre Estado y mercado es 

esencial para enfrentar los retos actuales. Así, el debate entre economía 

social de mercado y neoliberalismo sigue vigente, especialmente ante las 

crisis económicas y sociales que desafían los modelos tradicionales de 

desarrollo (Stiglitz, 2024). 
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Críticas actuales al neoliberalismo 

El neoliberalismo, como modelo económico y político, sigue siendo 

objeto de intensas críticas en la actualidad, tanto desde perspectivas 

académicas como desde movimientos sociales y organismos 

internacionales, dentro de las principales críticas, destacan: 

Aumento de la desigualdad y exclusión social 

Diversos estudios y organismos han señalado que las políticas 

neoliberales han contribuido a un incremento significativo de la desigualdad 

económica, tanto dentro de los países como entre ellos. La desregulación y 

la reducción del gasto social tienden a beneficiar a los sectores más 

acomodados, mientras que los grupos más vulnerables ven reducido su 

acceso a servicios básicos y oportunidades de desarrollo (Puello, 2016).  

Deterioro de los servicios públicos y derechos sociales 

La privatización de áreas como la salud, la educación y la seguridad 

social, promovida por el neoliberalismo, ha generado una disminución en la 

calidad y accesibilidad de estos servicios para quienes no pueden pagarlos 

en el mercado, esto ha debilitado la función redistributiva del Estado y ha 

dejado desprotegidos a amplios sectores de la población (Puello, 2016).   

Impacto ambiental negativo 

Las políticas neoliberales suelen priorizar el crecimiento económico 

sobre la sostenibilidad ambiental, en ese sentido, la desregulación y el 

fomento de industrias extractivas han contribuido a problemas como la 



22 
 

deforestación, la contaminación y el cambio climático, afectando 

negativamente la salud pública y el entorno natural (Puello, 2016). 

Inestabilidad económica y crisis financieras 

La liberalización financiera y la apertura de los mercados han 

incrementado la especulación y la volatilidad, lo que ha derivado en crisis 

económicas recurrentes, como la crisis financiera global de 2008; en ese 

sentido, la falta de regulación y supervisión ha sido señalada como una de 

las causas principales de estas crisis (Puello, 2016). 

Pérdida de soberanía y debilitamiento del Estado 

El neoliberalismo promueve la apertura a la inversión extranjera y la 

liberalización del comercio, lo que puede debilitar la capacidad de los 

gobiernos para proteger los intereses nacionales y regular la economía en 

beneficio de la mayoría, esto ha llevado a una mayor influencia de 

intereses corporativos extranjeros en las decisiones políticas internas 

(Puello, 2016).  

Universalismo y dogmatismo ideológico 

Desde una perspectiva crítica, se señala que el neoliberalismo se 

presenta como un modelo universal y absoluto, pretendiendo ser la única 

vía posible para el desarrollo económico y social, esta visión ha sido 

cuestionada por su falta de sensibilidad ante la diversidad cultural y social, 

y por su tendencia a imponer un pensamiento único que margina 

alternativas y modelos distintos (Puello, 2016). 
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Crisis de legitimidad y emergencia de alternativas 

En el contexto actual, se observa una crisis de legitimidad del 

paradigma neoliberal, lo que ha impulsado la búsqueda de nuevos modelos 

económicos y sociales más inclusivos y sostenibles, en ese sentido, se 

destaca la necesidad de construir paradigmas alternativos que prioricen la 

justicia social, la equidad y el respeto por la diversidad cultural y ambiental 

(Puello, 2016). 

Críticas desde la teoría crítica y la filosofía social 

Según algunos autores contemporáneos como Nancy Fraser, Luc 

Boltanski, Jürgen Habermas y Michel Foucault han analizado cómo el 

neoliberalismo ha transformado las formas de dominación social, 

precarizado el trabajo y debilitado la democracia, promoviendo una visión 

individualista y utilitarista del ser humano; en ese sentido, las críticas 

actuales al neoliberalismo apuntan a sus efectos negativos sobre la 

equidad social, la estabilidad económica, el medio ambiente, la soberanía 

nacional y la diversidad cultural, así como a la insuficiencia de sus 

resultados en términos de bienestar general (Puello, 2016). 

Estudio de Casos 

Alemania: Implementación exitosa de la economía social de mercado 

tras la Segunda Guerra Mundial 

Tras la segunda guerra mundial, Alemania Occidental adoptó el modelo 

de economía social de mercado bajo el liderazgo de Ludwig Erhard; este 

modelo combinó la libertad de mercado con una fuerte intervención estatal 
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para garantizar la justicia social y la estabilidad económica; el Estado reguló 

sectores clave, promovió la competencia y estableció sistemas de seguridad 

social, salud y educación accesibles para toda la población; en ese sentido, 

el resultado fue el llamado “milagro económico alemán” (Wirtschaftswunder), 

caracterizado por un rápido crecimiento económico, baja inflación, pleno 

empleo y una notable reducción de la desigualdad social; en ese sentido, 

según Alfred Müller-Armack y Ludwig Erhard, son referentes fundamentales 

de este modelo, que demostró que es posible combinar eficiencia económica 

con equidad social y cohesión política (Müller-Armack, 1966 y Erhard, 1958). 

Chile: Reformas neoliberales, privatización y consecuencias 

En Chile, el modelo neoliberal fue implementado tras el golpe de 

Estado de 1973, bajo la dictadura de Augusto Pinochet y con la asesoría de 

los “Chicago Boys”. Las reformas incluyeron la liberalización de 

importaciones, privatización masiva de empresas estatales, desregulación 

del mercado laboral y apertura comercial; en la primera etapa (1974-1982), 

la ortodoxia neoliberal provocó un fuerte aumento del desempleo, caída de 

salarios y quiebras empresariales; tras la crisis de 1982-1983, se 

flexibilizaron algunas políticas, pero se profundizó la privatización, incluso en 

áreas sociales como pensiones, salud y educación; en ese sentido, si bien 

Chile experimentó un crecimiento económico sostenido y reducción de la 

pobreza en los años noventa, la desigualdad en la distribución del ingreso se 

mantuvo como uno de los mayores desafíos sociales del país, en ese 

sentido, el modelo chileno es citado por autores como David Harvey y Mario 

Millones Espinosa como ejemplo de los efectos ambivalentes del 
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neoliberalismo, es decir, crecimiento económico acompañado de persistente 

inequidad (Millones, 2013). 

México: Reformas neoliberales, privatización y consecuencias 

En México, el giro hacia el neoliberalismo se produjo en los años 80, 

motivado por una grave crisis fiscal y el colapso del modelo de Estado 

desarrollista; el Estado mexicano, que había expandido enormemente su 

sector paraestatal, enfrentó un déficit fiscal insostenible y una deuda externa 

creciente; bajo los gobiernos de Miguel de la Madrid y Carlos Salinas de 

Gortari, se implementaron políticas de ajuste estructural, procediendo a la  

privatización de empresas públicas, apertura comercial, desregulación y 

reducción del gasto público; estas reformas estabilizaron la macroeconomía 

y contuvieron la inflación, pero también tuvieron impactos sociales negativos, 

como por ejemplo, la erosión de los salarios reales, aumento de la 

desigualdad y debilitamiento de la protección social; en ese sentido, según 

Carlos Elizondo Mayer-Serra, la privatización y la contracción del Estado 

permitieron superar la crisis fiscal, pero a costa de una mayor concentración 

de la riqueza y una menor capacidad estatal para impulsar el desarrollo 

social (Mayer, 2023). 
 

2.2.  Qué es la regulación de precios en el mercado. -  
 

La regulación de precios puede definirse como la intervención 

deliberada del Estado o de organismos regulatorios en la determinación 

de los precios de bienes y servicios en el mercado con el objetivo de 

corregir fallas de mercado, proteger a los consumidores y garantizar la 
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equidad y el acceso a productos esenciales, especialmente en situaciones 

de volatilidad económica o ante bienes de importancia estratégica. 

Según Stiglitz (2000) define la regulación de precios como “la fijación 

o limitación de los precios de determinados bienes o servicios por parte de 

una autoridad pública, con el fin de proteger el interés general cuando el 

mercado no garantiza resultados eficientes o socialmente deseables” 

(Stiglitz, 2000, p. 93). 

En el contexto económico actual, caracterizado por altas tasas de 

inflación, crisis de suministros y persistencia de monopolios en algunos 

sectores, la regulación de precios adquiere un papel central para 

salvaguardar el bienestar social; según Krugman y Wells (2018) sostienen 

que “los controles de precios constituyen una herramienta de política 

pública empleada para evitar aumentos excesivos en los precios de 

bienes esenciales, sobre todo en tiempos de crisis o cuando existen 

riesgos de abuso de poder de mercado” (Krugman & Wells, 2018, p. 112). 

Por su parte, Mankiw (2021) enfatiza que la regulación de precios 

debe ser entendida como una respuesta puntual y cuidadosamente 

diseñada ante circunstancias específicas, ya que “puede aliviar problemas 

de accesibilidad y proteger a los consumidores, pero también generar 

distorsiones si se utiliza de manera permanente o indiscriminada” 

(Mankiw, 2021, p. 98).  
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En el ámbito económico, los precios mínimos y precios máximos son 

mecanismos de control implementados por el Estado para intervenir en el 

mercado y corregir posibles desequilibrios o injusticias en la formación de 

precios; entonces, el precio máximo es un límite superior impuesto por la 

autoridad sobre el precio de un bien o servicio, con el objetivo de proteger 

a los consumidores ante aumentos excesivos, especialmente en 

productos de primera necesidad; por otro lado, el precio mínimo es un 

límite inferior establecido por el Estado, por debajo del cual no se permite 

vender un bien o servicio, su finalidad principal es proteger a los 

productores, asegurando que reciban una remuneración justa por su 

trabajo o producto, especialmente en sectores vulnerables como la 

agricultura; la diferencia esencial radica en su objetivo y en el efecto sobre 

el mercado; es decir, el precio máximo protege al consumidor y puede 

generar escasez si se fija por debajo del equilibrio y el precio mínimo 

protege al productor y puede generar excedentes si se fija por encima del 

equilibrio. 

Fundamentos económicos 

La teoría de la oferta y la demanda es uno de los pilares 

fundamentales de la economía de mercado y constituye el modelo básico 

para la formación de precios de bienes y servicios; esta teoría describe la 

relación entre la cantidad de un bien que los productores están dispuestos 

a ofrecer y la cantidad que los consumidores desean adquirir, en función 

del precio de dicho bien; según la ley de la oferta y la demanda, la 
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cantidad demandada de un bien disminuye cuando su precio aumenta, y 

la cantidad ofrecida aumenta cuando el precio sube, manteniéndose todo 

lo demás constante (ceteris paribus); el punto donde la cantidad ofrecida 

iguala a la cantidad demandada se denomina equilibrio de mercado, y es 

allí donde se determina el precio de mercado (Sevilla, 2023). 

En el contexto económico actual, caracterizado por la volatilidad de 

precios, cambios en las preferencias de los consumidores y alteraciones 

en las cadenas de suministro, la teoría de la oferta y la demanda sigue 

siendo esencial para analizar cómo se ajustan los precios y las cantidades 

en los mercados; por ejemplo, ante un aumento repentino en la demanda 

de un producto esencial, si la oferta no puede ajustarse rápidamente, el 

precio tenderá a subir hasta alcanzar un nuevo equilibrio; de igual 

manera, si la oferta se ve afectada por factores externos (como desastres 

naturales o conflictos internacionales), la reducción de la cantidad ofrecida 

provocará un aumento en los precios y una disminución en la cantidad 

demandada (Sevilla, 2023). 

La intervención estatal en la economía se justifica académicamente 

por diversas razones, entre las que destacan la equidad, la estabilidad y 

la protección del consumidor; estas justificaciones adquieren especial 

relevancia en el contexto económico actual, caracterizado por crisis 

recurrentes, desigualdades persistentes y mercados cada vez más 

complejos (Pedraza, 2023). 
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Dentro de este contexto, la equidad se refiere a la distribución justa 

de los recursos y oportunidades dentro de una sociedad, es decir, la 

intervención estatal busca corregir desigualdades estructurales que el 

mercado, por sí solo, no puede resolver; entonces, la equidad es un 

principio fundamental para el desarrollo sostenible y la ciudadanía plena, 

ya que permite que todos los individuos tengan acceso a los beneficios 

del crecimiento económico y a una vida digna; en este sentido, la acción 

pública es necesaria para garantizar que los sectores más vulnerables no 

queden excluidos de los procesos de desarrollo (Pedraza, 2023). 

Por otro lado, la estabilidad económica implica la capacidad de una 

economía para resistir y recuperarse de crisis, evitando fluctuaciones 

extremas que puedan afectar negativamente el bienestar social, en ese 

sentido, la calidad de las instituciones y la intervención estatal son 

factores clave para enfrentar la fragilidad de las economías ante choques 

externos o internos; entonces, aplicar criterios de estabilidad permite 

reducir la volatilidad de los mercados, proteger el empleo y mantener la 

confianza de los agentes económicos, lo cual es esencial para el 

crecimiento sostenible (Pedraza, 2023). 

Asimismo, la protección del consumidor es otra justificación central 

para la intervención estatal, especialmente en contextos donde existen 

asimetrías de información o prácticas abusivas por parte de las empresas; 

quiere decir, que el derecho del consumidor busca equilibrar la relación 

entre consumidores y empresarios, garantizando la seguridad, la 
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información y la defensa de los intereses de los usuarios; en ese sentido, 

en mercados complejos y globalizados, la intervención estatal es 

fundamental para prevenir abusos, fraudes y garantizar que los 

consumidores tengan acceso a productos y servicios seguros y de calidad 

(Pedraza, 2023). 

Tipos de regulación de precios 

En el contexto económico actual, la regulación de precios se refiere 

a la intervención estatal para establecer límites o directrices sobre los 

precios de bienes y servicios con el objetivo de corregir fallas de mercado, 

proteger a consumidores o productores y garantizar el acceso a productos 

esenciales; dentro de este contexto, se puede establecer que existen 

varios tipos de regulación de precios, que responden a diferentes 

problemáticas y objetivos (Sowell, 2015). 

Precios máximos 

La fijación de precios máximos consiste en establecer un tope legal 

al precio de un bien o servicio, generalmente por debajo del precio de 

equilibrio de mercado. Su objetivo principal es proteger a los 

consumidores ante aumentos excesivos, especialmente en productos de 

primera necesidad como alimentos, medicamentos o alquileres; según 

Thomas Sowell (2015), la fijación de un precio máximo genera un exceso 

de demanda respecto a la cantidad ofrecida, lo que puede derivar en 

escasez, mercados negros y deterioro de la calidad del producto (Sowell, 

2015). 
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Precios mínimos 

Por el contrario, los precios mínimos son límites inferiores fijados por 

la autoridad, por encima del precio de equilibrio, con el fin de proteger a 

los productores y asegurarles una remuneración justa; un ejemplo clásico 

es el salario mínimo, según Sowell (2015), explica que la fijación de un 

precio mínimo genera un exceso de oferta respecto a la demanda, lo que 

puede provocar acumulación de inventarios o desempleo en el caso del 

mercado laboral (Sowell, 2015). 

Regulación de precios en monopolios naturales 

En sectores donde existe un monopolio natural (por ejemplo, 

servicios públicos como agua, electricidad o transporte), la regulación de 

precios busca evitar abusos de poder de mercado, en estos casos, se 

pueden aplicar metodologías como la tarificación al costo marginal, la 

tarificación Ramsey o la regulación por “price-cap”, con el objetivo de 

simular condiciones de competencia y maximizar el bienestar social, 

evitando que la empresa cobre precios excesivos (Sowell, 2015). 

Métodos de fijación de precios basados en costos, demanda y 

competencia 

Además de los controles directos, existen métodos de fijación de 

precios que consideran factores como los costos de producción, la 

demanda esperada y los precios de la competencia, estos métodos 

permiten adaptar la regulación a las condiciones específicas del mercado 

y a los objetivos de política pública, como la estabilidad de precios, la 
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rentabilidad empresarial o la accesibilidad para los consumidores (Clavijo, 

2023). 

Regulación dinámica y segmentada 

En el contexto actual, caracterizado por la volatilidad y la 

globalización, también se emplean regulaciones dinámicas (ajustes 

periódicos de precios según condiciones del mercado) y segmentadas 

(diferentes precios para distintos grupos de consumidores o regiones), lo 

que permite una mayor flexibilidad y adaptación a las realidades 

económicas cambiantes (Clavijo, 2023). 

Consecuentemente, los tipos de regulación de precios incluyen 

precios máximos, precios mínimos, regulación en monopolios naturales y 

métodos basados en costos, demanda y competencia, así como enfoques 

dinámicos y segmentados; dentro de este contexto, cada uno responde a 

diferentes necesidades y desafíos del contexto económico actual y su 

aplicación debe considerar tanto los beneficios sociales como los posibles 

efectos secundarios sobre la eficiencia y el funcionamiento de los 

mercados. 

Efectos de la regulación de precios en el mercado 

La teoría de la oferta y la demanda constituye el marco fundamental 

para entender la formación de precios y la asignación de recursos en los 

mercados; sin embargo, en el contexto económico actual, diversos 

factores pueden generar distorsiones que impiden el funcionamiento 
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eficiente de los mercados, dando lugar a fenómenos como la escasez, los 

excedentes y la aparición de mercados negros (Delfín, 2008). 

Distorsiones de mercado 

Las distorsiones se definen como situaciones en las que el mercado 

no logra asignar los recursos de manera eficiente, ya sea por factores 

externos (tecnológicos, regulatorios), por el comportamiento estratégico 

de las empresas (monopolios, colusión) o por condiciones internas al 

propio mercado; estas distorsiones pueden provocar que los precios no 

reflejen adecuadamente la escasez relativa de los bienes, afectando tanto 

a consumidores como a productores (Delfín, 2008). 

Escasez 

La escasez ocurre cuando la cantidad demandada de un bien supera 

la cantidad ofrecida al precio vigente, lo que puede ser resultado de una 

intervención estatal (como la fijación de precios máximos) o de choques 

externos que afectan la producción; en estos casos, los consumidores 

enfrentan dificultades para acceder a los bienes, y se generan incentivos 

para la aparición de mecanismos alternativos de asignación, como las 

listas de espera o el racionamiento (Delfín, 2008). 

Excedentes 

Por el contrario, un excedente se produce cuando la cantidad 

ofrecida de un bien excede la cantidad demandada al precio vigente, 

situación que suele derivarse de la fijación de precios mínimos por encima 

del equilibrio de mercado, esto puede llevar a la acumulación de 
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inventarios no vendidos y a la ineficiencia en la asignación de recursos, ya 

que los productores no logran colocar toda su producción en el mercado 

(Delfín, 2008). 

Mercados negros 

La presencia de distorsiones, especialmente cuando los precios son 

regulados y se alejan del equilibrio de mercado, puede dar lugar a la 

aparición de mercados negros, en estos mercados informales, los bienes 

se venden a precios superiores a los legales, permitiendo que algunos 

agentes obtengan ganancias extraordinarias a costa de la legalidad y la 

transparencia, entonces, los mercados negros son una respuesta a la 

escasez generada por controles de precios y reflejan la incapacidad del 

mercado formal para satisfacer la demanda (Delfín, 2008). 

La regulación de precios y otras formas de intervención estatal 

pueden tener efectos significativos a largo plazo sobre los incentivos o 

desincentivos para la inversión y la innovación en una economía, estos 

efectos son cruciales para el crecimiento económico sostenido y la 

competitividad en el contexto actual. 

Incentivos para la inversión y la innovación 

Desde la perspectiva de la teoría del crecimiento endógeno, la 

inversión en investigación y desarrollo (I+D) y la innovación tecnológica 

son motores fundamentales del crecimiento económico a largo plazo, 

según Romer (1990), Barro y Sala-i-Martin (1996), y Mankiw, Romer y 

Weil (1992) han demostrado que la innovación, generada en el sector de 
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I+D, permite un crecimiento económico sostenido siempre que existan 

incentivos adecuados para la inversión en conocimiento y tecnología; por 

su parte, Grossman y Helpman (1991) también destacan que las 

innovaciones tecnológicas, facilitadas por políticas que promueven la 

inversión en I+D, incrementan la productividad y el bienestar económico 

(Romer, 1990). 

En este sentido, la existencia de incentivos fiscales, subsidios a la 

innovación y marcos regulatorios estables puede estimular la inversión 

privada y pública en actividades innovadoras, generando un círculo 

virtuoso de crecimiento y desarrollo económico; además, la protección de 

los derechos de propiedad intelectual, como las patentes, incentiva a las 

empresas a invertir en nuevos productos y procesos, ya que pueden 

apropiarse de los beneficios de sus innovaciones (Destinobles, 2007). 

Desincentivos para la inversión y la innovación 

Por el contrario, regulaciones excesivas, controles de precios rígidos 

o incertidumbre normativa pueden actuar como desincentivos para la 

inversión y la innovación; en ese sentido, cuando los precios son fijados 

por debajo del nivel de equilibrio, las empresas pueden ver reducidos sus 

márgenes de ganancia, lo que desincentiva la inversión en mejoras 

tecnológicas o en expansión productiva; además, la falta de incentivos 

adecuados puede llevar a una menor inversión en capital humano y en 

actividades de I+D, limitando el potencial de crecimiento económico a 

largo plazo (Recabarren, 2019). 
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Como señala la literatura, la alineación de los incentivos regulatorios 

con el resto del sistema económico es fundamental para evitar vacíos que 

permitan la elusión o que neutralicen los efectos positivos de las políticas 

pro-inversión; por ejemplo, si las medidas recaudatorias o administrativas 

no están coordinadas, pueden neutralizar los incentivos creados para 

fomentar la inversión (Recabarren, 2019). 

Casos de estudio 

El control de precios en alimentos básicos mediante la imposición de 

precios máximos ha sido una herramienta recurrente en varios países 

latinoamericanos para intentar contener la inflación y garantizar el acceso 

de la población a productos esenciales, especialmente en contextos de 

crisis económica o alta inflación; Argentina es uno de los ejemplos más 

emblemáticos dado que desde 2014, el gobierno ha implementado el 

programa “Precios Cuidados”, que establece una canasta de productos de 

primera necesidad con precios de referencia en supermercados; en ese 

sentido, durante la pandemia de COVID-19, se reforzaron los controles 

con programas como “Precios Máximos”, que retrotrajeron los precios de 

cientos de alimentos y productos básicos a niveles previos a la 

emergencia sanitaria; además, se implementaron medidas como la “Ley 

de Góndolas” y el programa “Súper Cerca”, que fijó precios a 70 

productos básicos; sin embargo, a pesar de estas políticas, la inflación en 

alimentos continuó siendo elevada y se observaron problemas de 

abastecimiento y tensiones con los productores y comerciantes, quienes 
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argumentaban que los precios fijados no cubrían los costos crecientes en 

un contexto inflacionario (Guerrero y Luján, 2021). 

En Venezuela, el control de precios en alimentos básicos ha sido 

aún más estricto, desde 2014, la “Ley Orgánica de Precios Justos” 

estableció precios máximos para una amplia gama de productos de 

consumo masivo, incluyendo alimentos; esta política buscaba garantizar 

el acceso a bienes esenciales y combatir la especulación; sin embargo, la 

experiencia venezolana mostró que los controles de precios, al fijarse por 

debajo del costo de producción, generaron escasez generalizada, largas 

colas para adquirir productos y el surgimiento de mercados negros donde 

los alimentos se vendían a precios mucho más altos que los oficiales, la 

escasez alcanzó niveles críticos entre 2015 y 2016, y aunque 

posteriormente se flexibilizaron algunos controles, los problemas de 

abastecimiento persistieron (Guerrero y Luján, 2021).  

En México, el gobierno implementó en 2021 un tope de precios al 

gas LP, un insumo fundamental para la preparación de alimentos, como 

respuesta al alza de precios internacionales; entonces, si bien esta 

medida logró una reducción temporal en la inflación de ese producto, el 

Banco de México advirtió que los controles de precios suelen tener 

efectos limitados y pueden generar distorsiones adicionales, como 

desincentivos a la producción y problemas de abastecimiento a mediano 

plazo (Economipedia, 2021); entonces, la teoría económica y la 

experiencia histórica sugieren que los controles de precios máximos, 
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aunque pueden ofrecer alivio temporal a los consumidores, tienden a 

generar efectos secundarios como escasez, mercados negros y 

desincentivos a la producción cuando los precios fijados no reflejan los 

costos reales del mercado; Milton Friedman, por ejemplo, advertía que “si 

usted desea crear una escasez de tomates, emita una ley por la que los 

negocios no puedan vender tomates a más de dos centavos por kilo; 

instantáneamente, tendrá escasez de tomates” (Economipedia, 2021). 

En buena cuenta, el control de precios máximos en alimentos 

básicos en América Latina ha sido una respuesta frecuente ante la 

inflación y la crisis, pero su efectividad es limitada y suele acompañarse 

de consecuencias negativas como escasez y mercados informales, 

especialmente cuando los precios fijados no se ajustan a la realidad de 

los costos de producción. 

Por otro lado, la fijación de precios mínimos en el sector agrícola es 

una política utilizada por diversos gobiernos para proteger a los 

productores rurales frente a la volatilidad de los mercados y garantizarles 

ingresos mínimos, especialmente en contextos de crisis o competencia 

internacional; dentro de este contexto, el establecimiento de precios 

mínimos busca asegurar que los agricultores reciban una remuneración 

justa por sus productos, evitando que los precios de mercado caigan por 

debajo de los costos de producción, esta política es especialmente 

relevante en países en desarrollo, donde la agricultura sigue siendo un 

pilar fundamental para el empleo y la seguridad alimentaria, además, la 
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protección de los ingresos rurales contribuye a la estabilidad social y a la 

reducción de la pobreza en zonas rurales (Banco Mundial, 2024).  

En el contexto latinoamericano, varios países han implementado 

esquemas de precios mínimos o precios de garantía para productos clave 

como el maíz, el trigo y el café; por ejemplo, en México, el programa 

“Precios de Garantía” ha sido relanzado en los últimos años para asegurar 

un ingreso base a pequeños y medianos productores de granos básicos, 

esta política ha buscado no solo proteger a los agricultores frente a la 

caída de precios internacionales, sino también incentivar la producción 

nacional y reducir la dependencia de importaciones (Banco Mundial, 

2024). 

En Brasil y Argentina, los precios mínimos han sido utilizados 

históricamente como herramienta de apoyo a los productores rurales, 

aunque su efectividad depende de la capacidad fiscal del Estado y de la 

correcta focalización de los beneficiarios; en algunos casos, la fijación de 

precios mínimos ha ido acompañada de compras públicas y 

almacenamiento estratégico para evitar excedentes y distorsiones en el 

mercado (Banco Mundial, 2024). 

Si bien los precios mínimos pueden proteger a los productores 

rurales y fomentar la inversión en el sector agrícola, también pueden 

generar excedentes si se fijan por encima del precio de equilibrio, lo que 

implica costos fiscales adicionales para el Estado y posibles distorsiones 

en los mercados; además, en un contexto de liberalización comercial, 
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estas políticas deben coordinarse con otras medidas de transparencia y 

competencia para evitar efectos adversos sobre la eficiencia y la 

innovación (Banco Mundial, 2024). 

Los monopolios naturales se presentan en sectores donde, debido a 

las altas inversiones iniciales y a las economías de escala, resulta más 

eficiente que una sola empresa provea el servicio, como ocurre en la 

energía eléctrica y el agua potable; en estos casos, la competencia 

directa es inviable o antieconómica, por lo que la regulación estatal se 

vuelve esencial para proteger el interés público y evitar abusos de poder 

de mercado (Marchionni, 2008). 

En lo que se refiere a la energía eléctrica, en América Latina, 

muchos países han optado históricamente por el modelo de monopolio 

público para la organización del mercado eléctrico, como México, Costa 

Rica, Uruguay y Venezuela; en estos modelos, el Estado asume el control 

total o parcial de la generación, transmisión y distribución de energía, 

justificando esta intervención por la necesidad de garantizar el acceso 

universal, la soberanía nacional y la estabilidad de precios; sin embargo, 

la experiencia mexicana muestra que, aunque se han logrado algunos 

objetivos públicos, el modelo puede resultar insostenible a largo plazo 

debido a los altos costos sociales y financieros, y a la falta de incentivos 

para la eficiencia y la innovación (CEPAL, 2001).  

Dentro de este mismo contexto, el agua potable es un servicio 

considerado un ejemplo clásico de monopolio natural local, ya que la 
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competencia directa implicaría una duplicación ineficiente y costosa de 

redes, entonces, la privatización de estos servicios, aunque prometía 

mejoras en eficiencia, no ha resuelto por sí sola los problemas de 

incentivos para reducir costos, innovar o invertir adecuadamente, por ello, 

la regulación en estos sectores debe abordar tanto la estructura del 

mercado (quién puede participar y bajo qué condiciones) como la 

conducta de las empresas (precios, calidad del servicio e inversiones); en 

ese sentido, la regulación efectiva debe equilibrar la protección del 

usuario, la sostenibilidad financiera y la eficiencia productiva (CEPAL, 

2001). 

Dentro de este orden de ideas, la regulación en monopolios 

naturales busca replicar, en la medida de lo posible, los resultados de un 

mercado competitivo, eficiencia productiva y asignativa, precios que 

reflejen los costos reales y calidad adecuada del servicio; para ello, se 

utilizan mecanismos como la tarificación al costo marginal, tarifas en dos 

partes y precios Ramsey, que permiten minimizar distorsiones y asegurar 

la viabilidad financiera del prestador; sin embargo, la asimetría de 

información entre reguladores y empresas, la presión política y los 

problemas de cumplimiento contractual siguen siendo desafíos relevantes 

en el contexto actual (CEPAL, 2001). 

Críticas y desafíos de la regulación de precios 

La regulación de precios, a través de controles como techos (precios 

máximos) y pisos (precios mínimos), ha sido una herramienta utilizada por 
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los gobiernos para garantizar la asequibilidad de bienes esenciales y 

proteger tanto a consumidores como a productores; sin embargo, en el 

contexto económico actual, esta política enfrenta numerosas críticas y 

desafíos desde la teoría y la experiencia histórica. 

Distorsión de señales de mercado y asignación ineficiente de 

recursos 

Una de las críticas centrales es que los controles de precios 

distorsionan las señales que los precios envían sobre la escasez o 

abundancia de bienes; en ese sentido, los precios en el mercado libre 

asignan recursos escasos a quienes más los valoran y señalan a los 

productores dónde es rentable invertir; en ese sentido, cuando el Estado 

impone precios máximos o mínimos, estas señales se ven alteradas, lo 

que puede llevar a una asignación ineficiente de bienes y servicios (Neely, 

2022).  

Escasez, racionamiento y mercados negros 

Los precios máximos, al situarse por debajo del precio de equilibrio, 

suelen generar un exceso de demanda respecto a la oferta disponible, lo 

que provoca escasez y racionamiento; esta situación incentiva la aparición 

de mercados negros, donde los bienes se venden a precios superiores a 

los legales, y puede deteriorar la calidad de los productos ofrecidos, ya 

que los productores buscan reducir costos para mantener márgenes de 

ganancia (Kenton et. al, 2024).  

Excedentes y desperdicio de recursos 
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Por el contrario, los precios mínimos, al fijarse por encima del 

equilibrio, generan excedentes, es decir, la oferta supera la demanda, lo 

que puede llevar al desperdicio de recursos o a la necesidad de que el 

Estado compre y almacene los excedentes, con altos costos fiscales 

(Wikipedia, 2025).  

Costos administrativos y burocráticos 

La implementación y supervisión de controles de precios requiere de 

una estructura burocrática significativa y de mecanismos de fiscalización, 

lo que implica costos adicionales para el Estado; además, la evasión de 

los controles puede fomentar la corrupción y el irrespeto por la ley 

(Wikipedia, 2025). 

El debate entre regulación de precios y liberalización con fomento a 

la competencia es uno de los temas más relevantes en la política 

económica contemporánea, especialmente en contextos de inflación, 

crisis de abastecimiento o concentración de mercado. 

 

Argumentos a favor de la liberalización y la competencia 

Desde la perspectiva de la teoría microeconómica convencional, la 

competencia en los mercados tiende a reducir los precios para el 

consumidor, promueve la productividad y el crecimiento económico; según 

Ernesto Estrada (2010), citado en la literatura sobre competencia 

económica en México, sostiene que “la evidencia empírica indica que la 
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competencia en los mercados reduce el precio de los bienes y servicios 

para el consumidor y promueve la productividad y el crecimiento 

económico” (Rodríguez, 2015).  

En ese sentido, la apertura de mercados y la eliminación de barreras 

a la entrada permiten que más oferentes participen, lo que incentiva la 

eficiencia y la innovación, y puede traducirse en menores precios y mayor 

variedad para los consumidores; sin embargo, autores de la corriente 

postkeynesiana y heterodoxa advierten que la relación entre competencia 

y precios no es tan lineal; por ejemplo, Sylos Labini (1988) y Steindl 

(1979) argumentan que el aumento de competidores no siempre se 

traduce en una reducción absoluta de precios, sino que puede afectar los 

márgenes de ganancia o la estructura del mercado de otras formas; 

además, la liberalización puede llevar a una mayor volatilidad de precios y 

a la exposición de los productores nacionales a la competencia 

internacional, lo que puede afectar la estabilidad y el empleo (Rodríguez, 

2015). 

 

 

Argumentos a favor de la regulación de precios 

Por otro lado, la regulación de precios se justifica en contextos 

donde existen fallas de mercado, poder de mercado excesivo (monopolios 

u oligopolios), o cuando se busca proteger a los consumidores de 

aumentos abruptos en bienes esenciales; entonces, en mercados con alta 
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concentración, la competencia puede ser insuficiente para garantizar 

precios justos, y la intervención estatal puede ser necesaria para evitar 

abusos y asegurar el acceso a bienes básicos; no obstante, la regulación 

de precios enfrenta críticas por sus posibles efectos negativos como la 

distorsión de señales de mercado, desincentivos a la inversión, escasez y 

aparición de mercados negros; además, la experiencia histórica muestra 

que los controles de precios solo pueden ser efectivos como medidas 

temporales y en combinación con otras políticas económicas (Rodríguez, 

2015). 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



46 
 

 

 

 

 

 

CAPITULO III.- Desarrollo de actividades programadas 

 
3.1. Qué debemos entender por el Compliance en las Mypes. - 
 

El compliance se define como el conjunto de procedimientos y 

buenas prácticas adoptadas por las organizaciones para identificar y 

gestionar los riesgos de incumplimiento de normas legales, regulatorias y 

éticas, tanto internas como externas; su finalidad es garantizar que la 

empresa actúe conforme a la legalidad y a los estándares éticos, 

previniendo sanciones, daños reputacionales y pérdidas económicas; 

dentro de este contexto, como señalan Abia González y Dorado Herranz 

(2017), el compliance implica la implantación práctica de un sistema de 

gestión que permita a la empresa anticiparse y responder eficazmente a 

los riesgos de incumplimiento, promoviendo una cultura organizacional 

basada en la integridad y la transparencia (Abia y Dorado, 2017). 

Según la guía de Colex, el compliance no solo se limita al 

cumplimiento de la ley, sino que abarca la creación de una cultura de 
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cumplimiento en la empresa, especialmente relevante en el contexto de 

las pymes, donde la prevención y la detección temprana de riesgos son 

fundamentales para la sostenibilidad del negocio (Veiga y Fernández, 

2019). 

El compliance se estructura en varias áreas fundamentales que 

permiten abordar los diferentes riesgos a los que se enfrenta una 

organización, dentro de las más resaltantes, de manera académica, se 

citarán las siguientes: 

Compliance penal: se centra en la prevención de delitos dentro de la 

empresa y en la responsabilidad penal de las personas jurídicas; es 

esencial para evitar sanciones y proteger la reputación corporativa (Abia y 

Dorado, 2017). 

Compliance laboral: diseñado para garantizar el cumplimiento de la 

normativa laboral y de seguridad social previniendo conflictos y sanciones 

derivadas de infracciones en materia de derechos de los trabajadores 

(Abia y Dorado, 2017). 

Compliance fiscal: busca asegurar la correcta gestión de las 

obligaciones tributarias evitando riesgos de fraude fiscal y sanciones 

administrativas (Abia y Dorado, 2017). 

Compliance medioambiental: se ocupa del cumplimiento de la 

normativa ambiental, minimizando el impacto ecológico de la actividad 

empresarial y evitando sanciones por daños al entorno (Abia y Dorado, 

2017). 
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Compliance en protección de datos: implica la adecuación a las 

normativas de protección de datos personales, como el RGPD, 

garantizando la privacidad y seguridad de la información (Abia y Dorado, 

2017). 

Compliance anticorrupción: desarrolla políticas y controles para 

prevenir el soborno y la corrupción en las operaciones empresariales 

(Abia y Dorado, 2017). 

La figura del Compliance Officer es clave en la estructura 

organizativa, ya que es el responsable de diseñar, implementar y 

supervisar las políticas y procedimientos internos que aseguren el 

cumplimiento normativo; en ese sentido, el compliance es una función 

transversal y estratégica que contribuye a la sostenibilidad, reputación y 

competitividad de la empresa, tal como destacan Abia González y Dorado 

Herranz (2017), en su obra sobre sistemas de gestión de cumplimiento. 

Las MYPES (Micro y Pequeñas Empresas) se definen, según la Ley 

28015 de promoción y formalización de la micro y pequeña empresa en 

Perú, como unidades económicas constituidas por una persona natural o 

jurídica, bajo cualquier forma de organización o gestión empresarial, cuyo 

objeto es desarrollar actividades de extracción, transformación, 

comercialización de bienes o prestación de servicios; estas empresas se 

caracterizan por su reducido número de trabajadores y bajo volumen de 

ventas anuales; por ejemplo, una microempresa puede tener de uno hasta 

diez trabajadores y un tope de ventas de hasta 150 unidades impositivas 

tributarias (UIT) (Sarango, 2023). 
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Autores como Abanto y otros destacan que las MYPES son 

consideradas la célula básica de la economía nacional, ya que generan 

empleo, dinamizan la economía local y contribuyen al desarrollo 

sostenible del país; además, suelen estar conformadas por núcleos 

familiares y presentan una estructura organizativa simple, lo que les 

otorga agilidad en la toma de decisiones y cercanía con sus clientes 

(Abanto, 2003). 

Las MYPES enfrentan una serie de desafíos estructurales y de 

gestión que limitan su crecimiento y sostenibilidad, como, por ejemplo, su 

acceso limitado a financiamiento, dado que uno de los principales 

problemas es la dificultad para acceder a créditos y fuentes de 

financiamiento formal, lo que restringe su capacidad de inversión y 

expansión (Cámara Internacional de Comercio, 2024). 

Por otro lado, también enfrentan la falta de visibilidad y acceso a 

mercados, debido a su tamaño y recursos limitados, las MYPES suelen 

tener menor presencia en mercados más amplios y dificultades para 

competir con empresas de mayor escala; asimismo, enfrentan 

restricciones de recursos humanos y tecnológicos representando por la 

escasez de personal calificado y la limitada adopción de tecnologías 

modernas afectan la productividad y la innovación en las MYPES 

(Ministerio de Trabajo y Promoción de Empleo, 2003; Abanto). 

Dentro de este mismo orden de ideas, enfrentan la informalidad y 

cumplimiento normativo, dado que muchas MYPES operan en la 

informalidad o tienen dificultades para cumplir con las regulaciones 
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laborales, tributarias y de seguridad, lo que puede derivar en sanciones y 

limitar su acceso a beneficios estatales (Abanto, 2003). 

Asimismo, enfrentan la competencia con grandes empresas 

representada por la competencia desleal y la presión de empresas más 

grandes que pueden dificultar la supervivencia y el crecimiento de las 

MYPES, obligándolas a centrarse en nichos de mercado o en la 

personalización de sus servicios (Abanto, 2003) y finalmente, ostentan 

una gestión empresarial limitada representada por la falta de formación en 

gestión y planificación estratégica, ya que muchas MYPES no cuentan 

con procesos internos sólidos ni con una visión de largo plazo (Abanto, 

2003). 

En ese sentido, las MYPES son actores fundamentales para la 

economía, pero requieren superar barreras estructurales y de gestión para 

consolidar su desarrollo y sostenibilidad, como lo señalan tanto la 

legislación peruana como diversos autores especializados en el tema; 

dentro de este contexto, es importante resaltar que el modelo de 

compliance para las MYPES debe ser flexible, proporcional y ajustado a 

sus características particulares, considerando su tamaño, recursos 

limitados y estructura organizativa sencilla; a diferencia de los modelos 

complejos aplicados en grandes corporaciones, el enfoque para las 

MYPES prioriza la practicidad y la eficiencia, sin perder de vista los 

principios fundamentales del cumplimiento normativo. 

El primer paso consiste en identificar y analizar los riesgos legales, 

laborales, fiscales y reputacionales a los que está expuesta la MYPE; en 
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ese sentido, esta evaluación permite priorizar los riesgos más relevantes y 

enfocar los esfuerzos en las áreas críticas; Morales Díaz (2022), destaca 

que la identificación de riesgos es esencial para diseñar controles 

efectivos y evitar sanciones o pérdidas económicas; consecuentemente, 

el modelo debe incluir la redacción de un código de ética sencillo y 

adaptado a la realidad de la empresa, así como políticas internas claras 

sobre conducta, prevención de delitos y cumplimiento de la normativa 

vigente, estas políticas deben ser comprensibles y accesibles para todos 

los empleados, promoviendo una cultura de integridad (Morales, 2022). 

En ese mismo sentido, las MYPES suelen carecer de un 

departamento exclusivo de compliance, es recomendable designar a una 

persona responsable (puede ser el propio gerente o un colaborador 

capacitado) para supervisar la implementación y seguimiento del sistema 

de compliance, esta figura actúa como enlace entre la dirección y el resto 

del equipo, y puede apoyarse en asesoría externa cuando sea necesario; 

en ese mismo sentido, la formación periódica de los empleados en temas 

de compliance es fundamental; según Morales Díaz (2022), subraya la 

importancia de la capacitación continua para que todos los miembros de 

la organización comprendan sus obligaciones y los riesgos asociados al 

incumplimiento (Morales, 2022). 

Como señalan Abia González y Dorado Herranz (2017), el modelo 

de compliance en las MYPES debe ser proporcional a su tamaño y 

recursos, evitando cargas excesivas y priorizando las acciones de mayor 

impacto, entonces, la escalabilidad permite que el sistema crezca y se 
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adapte conforme la empresa evoluciona; consecuentemente, el modelo 

de compliance para MYPES se basa en la identificación de riesgos, la 

elaboración de políticas claras, la designación de un responsable, la 

capacitación, la implementación de controles y la mejora continua, todo 

ello adaptado a la realidad y capacidades de la empresa; este enfoque 

permite a las MYPES prevenir sanciones, fortalecer su reputación y 

asegurar una gestión empresarial ética y sostenible (Morales, 2022). 

 

3.2. Funciones de la OSCE en las contrataciones del estado. - 
 

La contratación pública en el Perú se define como el conjunto de 

procesos mediante los cuales las entidades estatales adquieren bienes, 

servicios y obras, asegurando que estas adquisiciones se realicen de 

manera oportuna y bajo las mejores condiciones de precio y calidad; este 

mecanismo es esencial para que las entidades públicas puedan cumplir 

con sus funciones, satisfacer las necesidades de la población y contribuir 

a la mejora de las condiciones de vida de la ciudadanía (MEF, 2025). 

 

 

Características de la contratación pública en el Perú 

Finalidad pública: la contratación pública tiene como objetivo principal 

satisfacer necesidades colectivas y permitir que el Estado cumpla con sus 

fines constitucionales, como la provisión de servicios públicos y el 

desarrollo de infraestructura (MEF, 2025). 
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Regulación normativa: está regida por la ley de contrataciones del 

estado y su reglamento, los cuales establecen los procedimientos, 

principios y excepciones aplicables; existen supuestos excluidos, pero la 

mayoría de las adquisiciones estatales están sujetas a este marco legal 

(MEF, 2025). 

Principios rectores: se basa en principios como la transparencia, 

eficiencia, libre competencia, igualdad de trato y legalidad, que buscan 

garantizar procesos justos y equitativos, así como el uso adecuado de los 

recursos públicos (MEF, 2025). 

Supervisión y control: el cumplimiento de la normativa y los principios es 

supervisado por organismos especializados, como el organismo 

supervisor de las contrataciones del estado (OSCE), que vela por la 

correcta aplicación de la ley y la mejora continua del sistema (MEF, 2025). 

Instrumento estratégico: la contratación pública es considerada una 

herramienta estratégica para alcanzar objetivos políticos y de desarrollo 

nacional, como la modernización del estado y la promoción de la 

transparencia y la eficiencia en la gestión pública (MEF, 2025). 

Marco normativo - Ley de Contrataciones del Estado (Ley N° 30225) y 

su reglamento actualizado - Normas complementarias y 

jurisprudencia relevante. 

La Ley N° 30225, ley de contrataciones del estado, fue promulgada 

en 2014 con el objetivo de establecer el marco normativo para la 

adquisición de bienes, servicios y obras por parte de las entidades 

públicas en el Perú; esta ley buscó garantizar la transparencia, eficiencia, 
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libre competencia y el uso adecuado de los recursos públicos, 

alineándose con los principios de legalidad y equidad en la gestión estatal 

(MEF, 2025). 

El reglamento de la Ley N° 30225 fue aprobado mediante el Decreto 

Supremo N° 344-2018-EF y ha sido objeto de múltiples modificaciones 

para adaptarse a las necesidades cambiantes del sistema de 

contrataciones públicas; entre las modificaciones más recientes destacan 

las introducidas por los Decretos Supremos N° 162-2021-EF, N° 234-

2022-EF, N° 308-2022-EF, N° 167-2023-EF y N° 051-2024-EF, que han 

ajustado procedimientos, criterios de evaluación y mecanismos de control, 

así como la obligatoriedad de la notificación electrónica en procedimientos 

sancionadores (MEF, 2025). 

A lo largo de los años, la Ley N° 30225 ha sido modificada por 

diversos decretos legislativos y leyes complementarias, como el Decreto 

Legislativo N° 1341, el Decreto Legislativo N° 1444 y la Ley N° 31535, que 

incorporó causales especiales para la contratación en situaciones de crisis 

sanitaria, beneficiando a las micro y pequeñas empresas (MYPE); 

además, se han dictado decretos de urgencia y normas específicas para 

agilizar procesos en contextos excepcionales, como la pandemia o 

situaciones de emergencia nacional (MEF, 2025). 

La aplicación de la Ley N° 30225 y su reglamento ha generado una 

importante jurisprudencia administrativa y judicial, especialmente en lo 

relativo a la interpretación de los principios de transparencia, libre 

competencia y eficiencia; en ese sentido, el tribunal de contrataciones del 
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estado, órgano adscrito al OSCE, ha emitido resoluciones vinculantes 

sobre temas como la nulidad de procedimientos por falta de motivación, la 

correcta aplicación de criterios de evaluación y la sanción a proveedores 

por información inexacta; asimismo, la jurisprudencia ha reforzado la 

importancia de la notificación electrónica y la debida motivación de los 

actos administrativos en los procedimientos sancionadores (MEF, 2025). 

Es importante señalar que la Ley N° 30225 fue derogada por la Ley 

N° 32069, ley general de contrataciones públicas, promulgada el 24 de 

junio de 2024, la cual establece un nuevo marco normativo para la 

contratación pública en el Perú; el reglamento de esta nueva ley fue 

aprobado mediante el Decreto Supremo N° 009-2025-EF, publicado el 22 

de enero de 2025, y consta de trece títulos y 389 artículos, consolidando y 

actualizando los procedimientos y principios aplicables a las 

contrataciones estatales; en ese sentido, la Ley N° 30225 y su reglamento 

han sido instrumentos fundamentales para la modernización y 

transparencia de las contrataciones públicas en el Perú, y su evolución 

normativa y jurisprudencial refleja el esfuerzo continuo por fortalecer la 

gestión pública y prevenir actos de corrupción (MEF, 2025). 

 

Rol de la OSCE - Funciones y competencias del Organismo 

Supervisor de las Contrataciones del Estado (OSCE). 

El organismo supervisor de las contrataciones del estado (OSCE) es 

un ente técnico especializado adscrito al ministerio de economía y 

finanzas, creado con el objetivo principal de supervisar y fiscalizar los 
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procesos de contratación pública en todas las entidades del Estado 

peruano; su rol es fundamental para asegurar que las adquisiciones 

estatales se realicen bajo los principios de transparencia, eficiencia, 

legalidad y libre competencia, contribuyendo así al uso óptimo de los 

recursos públicos y a la satisfacción de las necesidades de la población 

(OSCE, 2025). 

Funciones principales del OSCE 

Supervisión y fiscalización: el OSCE supervisa y fiscaliza de manera 

continua todos los procesos de contratación pública a nivel nacional, 

asegurando el cumplimiento de la normativa vigente y la correcta 

aplicación de los procedimientos establecidos (OSCE, 2025). 

Promoción de buenas prácticas: promueve la eficiencia y la probidad en 

la gestión de las contrataciones, incentivando la adopción de mejores 

prácticas y la profesionalización de los actores involucrados (OSCE, 

2025). 

Gestión del SEACE: administra y supervisa el sistema electrónico de 

contrataciones del estado (SEACE), herramienta clave para la 

transparencia y trazabilidad de los procesos de contratación (OSCE, 

2025). 

Registro Nacional de Proveedores (RNP): opera junto con el RNP para 

garantizar que los proveedores cumplan con los requisitos legales y 

técnicos necesarios para contratar con el Estado (OSCE, 2025). 

Sanción y prevención: imponer sanciones a proveedores y funcionarios 

que incumplan la normativa, y remite a la contraloría general de la 
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república los casos en los que se detecten posibles delitos o 

irregularidades graves (OSCE, 2025). 

Suspensión de procesos: tiene la facultad de suspender procesos de 

contratación cuando se detectan incumplimientos normativos que puedan 

afectar la legalidad o integridad del proceso (OSCE, 2025). 

Asesoría y consultas: brinda asesoría y atiende consultas de las 

entidades públicas para resolver dudas sobre la aplicación de la 

normativa de contrataciones (OSCE, 2025). 

El OSCE cuenta con autonomía técnica, administrativa, económica, 

financiera y funcional, lo que le permite actuar con independencia en el 

ejercicio de sus funciones; en ese sentido, sus valores institucionales 

incluyen el respeto, la probidad, la eficiencia, la idoneidad, la veracidad, la 

lealtad al estado de derecho, la justicia y la equidad, principios que guían 

su accionar y fortalecen su legitimidad como ente supervisor (OSCE, 

2025). 

El OSCE busca posicionarse como un organismo referente a nivel 

nacional, reconocido por la calidad de sus servicios y por el uso intensivo 

de tecnologías de información, su misión es cautelar la aplicación eficiente 

de la normativa y promover mejores prácticas en la gestión de las 

contrataciones del estado, contribuyendo así a elevar la calidad del gasto 

público y a mejorar el acceso al mercado estatal; consecuentemente, el 

OSCE desempeña un papel clave en la vigilancia, regulación y mejora 

continua de las contrataciones públicas en el Perú, asegurando que los 



58 
 

procesos sean íntegros, eficientes y alineados con los intereses de la 

ciudadanía (OSCE, 2025). 

PROCEDIMIENTO DE CONTRATACIÓN PÚBLICA 

La contratación pública en el Perú se estructura en tres fases 

principales a saber; las actuaciones preparatorias, la selección y ejecución 

contractual; cada una de estas etapas cumple funciones específicas y 

está regulada por la normativa vigente, asegurando transparencia, 

eficiencia y legalidad en el uso de los recursos públicos (MEF, 2025). 

ACTUACIONES PREPARATORIAS 

Esta fase es fundamental porque define las bases sobre las cuales 

se desarrollará todo el proceso de contratación, incluyendo las siguientes 

actividades: 

Segmentación de contrataciones: determina si la adquisición debe 

dividirse en partes para facilitar la participación de proveedores (MEF, 

2025). 

Elaboración del plan anual de contrataciones (PAC): documento que 

planifica las adquisiciones del año (MEF, 2025). 

Elaboración del requerimiento: precisa las necesidades de la entidad 

(MEF, 2025). 

Interacción con el mercado: permite conocer la oferta disponible y 

ajustar los requerimientos (MEF, 2025). 

Establecimiento de la cantidad: determina el valor referencial de la 

contratación (MEF, 2025). 
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Estrategia de la contratación: defina el procedimiento más adecuado 

(MEF, 2025). 

Aprobación del expediente de contratación: documento que contiene 

toda la información relevante (MEF, 2025). 

Designación de evaluadores y elaboración de bases: selección de 

quienes evaluarán las ofertas y redacción de los documentos que regirán 

el proceso (MEF, 2025). 

Aprobación de los documentos del procedimiento de selección: 

validación final antes de iniciar la convocatoria (MEF, 2025). 

SELECCIÓN 

En esta fase se elige al proveedor que cumplirá con el requerimiento 

estatal; sus etapas pueden variar según el tipo de procedimiento, pero 

generalmente incluyen: 

Convocatoria: publicación del proceso para que los interesados 

participen (OSCE, 2025). 

Registro de participantes: inscripción de los postores (OSCE, 2025). 

Consultas y observaciones: espacio para que los participantes aclaren 

dudas o presenten observaciones a las bases (OSCE, 2025). 

Integración: ajuste de las bases según las observaciones recibidas 

(OSCE, 2025). 

Precalificación y diálogo competitivo: en procedimientos complejos, se 

evalúa previamente a los postores o se dialoga para precisar 

requerimientos (OSCE, 2025). 
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Evaluación de ofertas técnicas y económicas: análisis de las 

propuestas presentadas (OSCE, 2025). 

Otorgamiento de la buena pro: Adjudicación formal al postor ganador 

(MEF, 2025). 

EJECUCIÓN CONTRACTUAL 

En esta etapa se materializa la prestación del bien, servicio u obra 

contratada; Incluye: 

Firma y vigencia del contrato: formalización del acuerdo y su entrada en 

vigor (OSCE, 2025). 

Subcontratación y garantías: posibilidad de que el proveedor 

subcontrate parte del servicio y presentación de garantías de 

cumplimiento (OSCE, 2025). 

Adelantos y modificaciones: entrega de anticipos y posibles ajustes al 

contrato (OSCE, 2025). 

Incumplimiento y penalidades: sanciones por incumplimiento de 

obligaciones (OSCE, 2025). 

Resolución del contrato: terminación anticipada en caso de 

incumplimiento grave (OSCE, 2025). 

Recepción, conformidad y pago: verificación de la correcta prestación y 

pago al proveedor (OSCE, 2025). 

 

 

 

 



61 
 

MECANISMOS DE CONTROL Y SUPERVISIÓN 

Supervisión y fiscalización: Acciones de la OSCE para garantizar el 

cumplimiento normativo. 

La supervisión y la fiscalización en el ámbito de las contrataciones 

públicas son mecanismos esenciales para asegurar la legalidad, 

transparencia y eficiencia en el uso de los recursos del estado; según 

Rebollo Puig, la actividad de supervisión implica el seguimiento y control 

de las actuaciones administrativas para prevenir desviaciones y corregir 

posibles irregularidades antes de que generen consecuencias negativas; 

por su parte, la fiscalización tiene un carácter más sancionador, orientado 

a detectar y sancionar incumplimientos normativos (Castro, 2022). 

Dentro de este orden de ideas, hemos establecido que el organismo 

supervisor de las contrataciones del estado (OSCE) es la entidad 

encargada de velar por el correcto desarrollo de los procesos de 

contratación pública en el Perú; en ese sentido, sus acciones para 

garantizar el cumplimiento normativo se desarrollan en varios frentes, 

precisando las siguiente: 

Supervisión de oficio y a pedido de parte: el OSCE realiza 

acciones de supervisión tanto por iniciativa propia como a solicitud de 

terceros; estas acciones están reguladas por directivas específicas, como 

la Directiva 004-2017-OSCE/CD, que establece los procedimientos y 

documentos requeridos para emitir pronunciamientos sobre 

cuestionamientos a pliegos, dictámenes sobre implementación de 
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pronunciamientos y barreras de acceso (Directiva 004-2017, directiva 

2017-osce.cd acciones de supervisión). 

Gestión de riesgos: la dirección de gestión de riesgos (DGR) del 

OSCE identifica y evalúa riesgos en las actuaciones de las entidades 

públicas contratantes, especialmente en aspectos como la planificación 

de las contrataciones, la competencia y el uso adecuado de la normativa; 

esta gestión permite anticipar posibles actos de corrupción y proponer 

medidas correctivas (Castro, 2022). 

Emisión de opiniones técnicas y directivas: el OSCE emite 

directivas y opiniones técnicas vinculantes para orientar a las entidades 

contratantes y proveedores sobre la correcta aplicación de la normativa, 

contribuyendo así a la uniformidad y seguridad jurídica en los procesos 

(Directiva 004-2017, directiva 2017-osce.cd acciones de supervisión).   

Procedimientos sancionadores: el OSCE tiene la facultad de 

iniciar procedimientos sancionadores contra proveedores o funcionarios 

que incurran en infracciones, como la presentación de información 

inexacta en licitaciones, asegurando así la integridad y transparencia del 

sistema (ROF, 2016).  

Seguimiento y Evaluación: el OSCE realiza informes periódicos de 

evaluación sobre los resultados de sus actividades de supervisión y 

fiscalización, lo que permite ajustar estrategias y mejorar la eficacia de 

sus intervenciones (Castro, 2022). 

Autores como Rebollo Puig y Shack, Pérez & Portugal destacan que 

la supervisión y fiscalización son pilares para la prevención y combate de 
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la corrupción en la administración pública; es decir, la supervisión permite 

detectar riesgos y corregirlos oportunamente, mientras que la fiscalización 

asegura la rendición de cuentas y la aplicación de sanciones cuando 

corresponde; en ese sentido, la supervisión y fiscalización ejercidas por el 

OSCE son fundamentales para garantizar el cumplimiento normativo en 

las contrataciones públicas, promoviendo la transparencia, eficiencia y 

legalidad en el uso de los recursos estatales; estas acciones, respaldadas 

por directivas y una gestión de riesgos efectiva, contribuyen a fortalecer la 

confianza ciudadana y prevenir actos de corrupción (Castro, 2022). 

Régimen sancionador: Tipos de infracciones y sanciones aplicables 

a proveedores y funcionarios. 

El régimen sancionador en las contrataciones públicas peruanas es 

un conjunto de normas y procedimientos destinados a sancionar a 

quienes infringen la ley de contrataciones del Estado (TUO de la LCE) y 

su reglamento; su objetivo es preservar la integridad, transparencia y 

eficiencia en el uso de los recursos públicos, desincentivando conductas 

que puedan defraudar los fines estatales (Llaure, 2019). 

Según el artículo 50ª del TUO de la LCE, pueden ser sancionados 

proveedores (personas naturales o jurídicas que venden, arriendan, 

prestan servicios o consultorías de obra), participantes (quienes se 

registran para intervenir en un procedimiento de selección), postores 

(quienes presentan ofertas), contratistas (quienes suscriben contratos con 

el Estado), subcontratistas (autorizados por el contratista principal), 

profesionales residentes o supervisores de obra (que incumplen sus 
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obligaciones) y entidades (cuando actúan como proveedores de otra 

entidad) (Llaure, 2019). 

El artículo 50 del TUO de la LCE tipifica diversas conductas 

sancionables, entre las más relevantes se encuentran la de desistirse o 

retirar injustificadamente una propuesta, incumplir la obligación de 

perfeccionar el contrato contratar con el Estado estando impedido 

subcontratar sin autorización o en exceso, incumplir la exclusividad del 

residente o supervisor de obra, ocasionar la resolución del contrato por 

causas imputables al proveedor, no subsanar vicios ocultos en la 

prestación, negarse injustificadamente a cumplir obligaciones 

contractuales, presentar información inexacta o documentos 

falsos/adulterados, participar sin inscripción vigente en el registro nacional 

de proveedores (RNP), formular estudios técnicos con omisiones o 

deficiencias que causen perjuicio económico y presentar recursos o 

cuestionamientos maliciosos o infundados (Llaure, 2019). 

El tribunal de contrataciones del estado (TCE) impone las siguientes 

sanciones, respetando principios como el debido proceso, tipicidad y 

razonabilidad: 

Inhabilitación Temporal: prohibición de participar en contrataciones 

estatales por un periodo de 3 a 36 meses, según la gravedad y 

reincidencia de la infracción (Llaure, 2019). 

Inhabilitación Definitiva: prohibición permanente de contratar con 

el Estado, aplicable a quienes reinciden en infracciones graves, como la 

presentación de documentos falsos o acumulación de sanciones 
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temporales que sumen más de 36 meses en los últimos 4 años (Llaure, 

2019). 

Multa: pago de entre el 5% y el 15% del valor de la oferta o contrato, 

no menor a una UIT; si no se paga, se suspende temporalmente el 

derecho a contratar con el Estado hasta por 18 meses (Llaure, 2019).  

El procedimiento administrativo sancionador (PAS) puede iniciarse 

por denuncia de la entidad contratante, denuncia de terceros, de oficio por 

el TCE o por órganos del OSCE; el PAS garantiza el derecho de defensa 

del presunto infractor y debe estar debidamente motivado, respetando los 

principios de legalidad, proporcionalidad y no doble sanción por el mismo 

hecho (non bis in ídem) (Llaure, 2019). 

La imposición de sanciones considera la naturaleza de la 

advertencia, la intencionalidad, el grado de daño causado y el 

reconocimiento de la falta por parte del infractor; estos criterios buscan 

que la sanción sea proporcional y razonable; dentro de este contexto, el 

régimen sancionador en las contrataciones públicas peruanas es un 

sistema robusto que busca garantizar la integridad y eficiencia del 

sistema, sancionando a proveedores y funcionarios que incurran en 

conductas contrarias a la normativa, bajo procedimientos que aseguran el 

respeto de los derechos fundamentales de los involucrados (Llaure, 

2019). 

Solución de controversias: Arbitraje, conciliación y otros 

mecanismos alternativos. 
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Los mecanismos alternativos de solución de controversias (MASC) 

son herramientas jurídicas que permiten resolver disputas fuera del 

proceso judicial tradicional, promoviendo soluciones más rápidas, flexibles 

y económicas; entre los principales mecanismos se encuentran la 

negociación, mediación, conciliación y arbitraje; autores como González y 

Vado destacan que estos mecanismos surgen de la necesidad de dar 

respuesta eficiente a los conflictos de intereses, permitiendo a las partes 

alcanzar acuerdos sin la intervención directa de la autoridad judicial, lo 

que fortalece la participación democrática y la autonomía de la voluntad 

(Fernández, 2017). 

El arbitraje es el principal mecanismo alternativo utilizado en las 

contrataciones públicas peruanas, este consiste en que las partes 

someten su controversia a la decisión de un tercero imparcial (árbitro), 

cuya decisión (laudo arbitral) es vinculante y ejecutable; en el Perú, la ley 

de contrataciones del Estado y su reglamento establecen que las 

controversias derivadas de la ejecución de contratos estatales deben 

resolverse, en principio, mediante arbitraje (Fernández, 2017). 

El arbitraje en materia de contrataciones públicas tiene 

características particulares; es obligatorio para controversias 

contractuales, salvo excepciones expresamente previstas, puede ser 

institucional (administrado por un centro de arbitraje) o ad hoc, el OSCE 

supervisa el registro de árbitros y centros de arbitraje, y puede intervenir 

en la designación de árbitros cuando las partes no se ponen de acuerdo; 

autores como Carnelutti y Vilalta subrayan que el arbitraje permite una 
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solución expedita y especializada de los conflictos, reduciendo la carga 

del Poder Judicial y garantizando mayor seguridad jurídica (Fernández, 

2017).  

La conciliación es otro mecanismo relevante, aunque en las 

contrataciones públicas su uso es más limitado que el arbitraje; consiste 

en que un tercero neutral (conciliador) ayuda a las partes a llegar a un 

acuerdo, sin imponer una decisión; en el contexto peruano, la conciliación 

puede ser utilizada en etapas previas o paralelas al arbitraje, 

especialmente en controversias menores o de rápida solución; otros 

mecanismos alternativos incluyen la denominada junta de resolución de 

disputas (JRD); utilizada principalmente en contratos de obra pública, 

donde un panel de expertos acompaña la ejecución del contrato y 

resuelve controversias de manera preventiva y rápida y la negociación 

directa; que es donde las partes buscan un acuerdo sin intervención de 

terceros, siendo el mecanismo más flexible y menos formal (CAE, 2019). 

Según la doctrina (González, Vado, Carnelutti, Vilalta), los MASC 

ofrecen ventajas como rapidez y economía, es decir, los procedimientos 

suelen ser más cortos y menos costosos que los judiciales; 

especialización, es decir, los árbitros y conciliadores suelen ser expertos 

en la materia objeto de controversia; confidencialidad, es decir, los 

procesos son privados, lo que protege los intereses de las partes y la 

evidente descongestión judicial, es decir que, al recurrir a estos 

mecanismos, se reduce la carga de los tribunales ordinarios (Fernández, 

2017). 



68 
 

El OSCE, cumple funciones clave en la promoción y regulación de 

los MASC, dado que supervisa el registro y desempeño de árbitros y 

centros de arbitraje, emite directivas y lineamientos para la correcta 

aplicación de los mecanismos alternativos y promueve la capacitación y 

difusión de los MASC entre entidades públicas y proveedores; en ese 

sentido, la solución de controversias mediante arbitraje, conciliación y 

otros mecanismos alternativos es fundamental en las contrataciones 

públicas peruanas, permitiendo resolver disputas de manera eficiente, 

especializada y transparente, la doctrina y la normativa coinciden en que 

estos mecanismos fortalecen la justicia alternativa y la confianza en el 

sistema de contrataciones del estado (Fernández, 2017). 

 

Casos prácticos y jurisprudencia relevante 

Análisis de casos emblemáticos de contrataciones públicas. 

Uno de los casos más emblemáticos en la contratación pública 

peruana fue la gestión de adquisiciones durante la emergencia sanitaria 

por COVID-19; en este contexto, el Estado realizó numerosas 

contrataciones directas para la adquisición de bienes y servicios 

esenciales, como equipos médicos y material de protección; el análisis de 

datos abiertos sobre estas contrataciones evidenció que la mayoría de los 

procesos se centraron en la compra de bienes, con 96 de 105 

contrataciones del gobierno nacional orientadas a este rubro; en los 

gobiernos regionales, la tendencia fue similar, aunque con menor 

volumen, este caso puso de manifiesto la importancia de la transparencia 
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y la vigilancia ciudadana, ya que permitió identificar patrones, proveedores 

recurrentes y posibles riesgos de corrupción en la gestión de recursos 

públicos (PROETICA, 2025). 

La obra “100 casos prácticos esenciales en contratación pública” de 

Diana Gordo Cano y Francisco Javier Vázquez Matilla recopila situaciones 

reales que ilustran los principales desafíos en la gestión de contratos 

públicos, estos casos abordan desde la preparación de los pliegos de 

condiciones, pasando por el procedimiento de adjudicación, hasta la 

ejecución y resolución de contratos; entre los escenarios analizados se 

encuentran incidencias como incumplimientos contractuales, 

modificaciones no justificadas, aplicación de penalidades y resolución de 

contratos por causas imputables tanto a la administración como a los 

contratistas; el análisis de estos casos permite comprender cómo los 

principios de transparencia, libre concurrencia y eficiencia se ven 

reflejados (o vulnerados) en la práctica diaria de la contratación pública 

(Gordo y Vásquez, 2024).  

Jurisprudencia vinculante y criterios fijados por la OSCE. 

El organismo supervisor de las contrataciones del estado (OSCE) en 

Perú tiene la facultad de emitir opiniones, directivas y criterios 

interpretativos sobre la normativa de contrataciones públicas; estas 

opiniones y criterios, en muchos casos, adquieren carácter vinculante 

para las entidades públicas y los operadores del sistema de 

contrataciones, lo que significa que deben ser observados 
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obligatoriamente en la gestión y resolución de controversias contractuales 

(Arias, 2015). 

Según el análisis de la doctrina nacional, el carácter vinculante de 

las opiniones del OSCE se fundamenta en la necesidad de garantizar la 

uniformidad y seguridad jurídica en la aplicación de la ley de 

contrataciones del estado, así, se evita la dispersión de criterios y se 

promueve la predictibilidad en las decisiones administrativas; en ese 

sentido, el tribunal constitucional peruano ha reconocido que, si bien el 

OSCE no es un órgano jurisdiccional, sus opiniones técnicas y directivas 

tienen fuerza obligatoria en tanto sean emitidas dentro del marco de sus 

competencias y conforme a la ley (Arias, 2015). 

El OSCE, a través de su tribunal de contrataciones del estado, ha 

fijado criterios jurisprudenciales sobre temas recurrentes y controversiales 

en la contratación pública; entre los más relevantes destacan: 

Sanción por presentación de información inexacta: la OSCE ha 

establecido criterios claros para sancionar a proveedores que presenten 

información inexacta o falsa en los procesos de licitación, precisando los 

elementos que configuran la infracción y la gradualidad de las sanciones 

(Effio y Pajuelo, 2024). 

Interpretación de impedimentos para contratar: el Tribunal ha 

emitido precedentes sobre los alcances de los impedimentos legales para 

contratar con el Estado, asegurando que las entidades apliquen de 

manera uniforme las restricciones previstas en la normativa (Effio y 

Pajuelo, 2024).  
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Criterios sobre subsanación de ofertas: se han fijado 

lineamientos sobre los límites y posibilidades de subsanar errores u 

omisiones en las ofertas presentadas por los postores, garantizando el 

equilibrio entre la flexibilidad y la transparencia del proceso (Effio y 

Pajuelo, 2024). 

Estos criterios, cuando son declarados como precedentes de 

observancia obligatoria, deben ser seguidos por todas las entidades y 

operadores del sistema, salvo que una nueva resolución debidamente 

motivada disponga su modificación; autores como Carlos Arias Schreiber 

y Víctor Arroyo han resaltado la importancia de la jurisprudencia 

administrativa en el ámbito de las contrataciones públicas, señalando que 

la función del OSCE es esencial para dotar de coherencia y estabilidad al 

sistema. La doctrina sostiene que la existencia de criterios vinculantes 

evita la arbitrariedad y fortalece la confianza de los proveedores y 

ciudadanos en la gestión pública (Effio y Pajuelo, 2024). 

 

Desafíos y propuestas de mejora 

Identificación de problemas frecuentes: corrupción, colusión, falta 

de transparencia. 

La corrupción es uno de los problemas más graves y persistentes en 

la gestión de las contrataciones públicas en el Perú; según estudios 

recientes, el 62% de la población peruana identifica la corrupción como 

uno de los principales problemas del país y el 73% considera que seguirá 

aumentando en los próximos años (transparencia internacional, 2019); 



72 
 

esta percepción se ve reforzada por la falta de gobernabilidad y la 

debilidad de los mecanismos de control en el sector público (Dill’erva, 

2021). 

Autores como José Luis Estrada Rodríguez y organismos como 

transparencia internacional, han señalado que la corrupción en la 

administración pública afecta directamente el desarrollo político, 

económico y social, generando desconfianza ciudadana y pérdidas 

significativas de recursos públicos; en el contexto de la OSCE, la 

corrupción puede manifestarse en la manipulación de procesos de 

selección, favoritismo hacia ciertos proveedores, sobornos y la 

adjudicación irregular de contratos (PROETICA, 2025). 

La colusión es otra problemática frecuente, caracterizada por 

acuerdos ilícitos entre funcionarios públicos y proveedores para manipular 

los resultados de los procesos de contratación; según investigaciones 

académicas, la colusión suele estar motivada por la búsqueda de 

beneficios personales o grupales y se facilita por la falta de controles 

efectivos y la opacidad en los procedimientos; autores como Rebollo Puig 

y estudios publicados en revistas especializadas han destacado que la 

colusión no solo distorsiona la competencia y eleva los costos para el 

estado, sino que también debilita la legitimidad de las instituciones 

públicas, es decir, la existencia de redes de colusión puede perpetuar 

prácticas corruptas y dificultar la detección y sanción de los responsables 

(Castro, 2022). 
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La falta de transparencia es un factor que agrava tanto la corrupción 

como la colusión; la opacidad en la publicación de información sobre los 

procesos de contratación, la limitada rendición de cuentas y la ausencia 

de mecanismos efectivos de acceso a la información pública son 

elementos que facilitan la comisión de irregularidades; la literatura 

especializada y los informes de organismos internacionales coinciden en 

que la transparencia es un pilar fundamental para prevenir la corrupción y 

fortalecer la confianza ciudadana; sin embargo, en la práctica, la OSCE y 

otras entidades públicas enfrentan desafíos para garantizar la publicación 

oportuna y completa de datos sobre contrataciones, especialmente en 

situaciones de emergencia o cuando existen intereses particulares en 

juego (Castro, 2022). 

La identificación de estos problemas recurrentes en la OSCE, como 

la corrupción, colusión y falta de transparencia, ha sido ampliamente 

documentada por autores como Dill’erva, José Luis Estrada Rodríguez y 

organizaciones como transparencia internacional, la solución requiere no 

solo el fortalecimiento de los mecanismos de control y sanción, sino 

también una cultura institucional orientada a la ética, la transparencia y la 

rendición de cuentas (Castro, 2022). 

 

Propuestas para fortalecer la gestión y supervisión de las 

contrataciones públicas. 

Uno de los principales retos identificados por expertos y académicos 

es la necesidad de fortalecer las capacidades técnicas y éticas de los 
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operadores logísticos y funcionarios públicos involucrados en las 

contrataciones estatales; la formación integral, bajo un enfoque de gestión 

pública y con aplicación práctica de la normativa, es fundamental para 

lograr una contratación eficiente y eficaz; programas de especialización y 

cursos de capacitación, como los desarrollados por la pontificia 

universidad católica del Perú (PUCP), promueven la actualización 

constante y la profesionalización del personal, lo que contribuye a reducir 

errores, malas prácticas y riesgos de corrupción (Gestión de las 

Contrataciones del Estado - Ley N° 32069, 2025). 

La digitalización de los procesos de contratación y la utilización de 

plataformas electrónicas permiten mejorar la trazabilidad, el acceso a la 

información y la transparencia; el uso de sistemas integrados y la 

publicación de datos abiertos facilitan la fiscalización ciudadana y el 

control social, elementos clave para prevenir la corrupción y la colusión; 

además, la automatización de procedimientos reduce la discrecionalidad y 

agiliza la gestión de compras públicas; es esencial robustecer los 

mecanismos de supervisión y control interno en las entidades públicas, 

esto implica la creación de unidades especializadas en auditoría y control, 

así como la aplicación de metodologías de gestión de riesgos para 

identificar y mitigar posibles irregularidades en las distintas etapas del 

proceso de contratación; la supervisión efectiva debe estar acompañada 

de la aplicación rigurosa de sanciones ante el incumplimiento de la 

normativa, siguiendo los criterios fijados por el OSCE (Gestión de las 

Contrataciones del Estado - Ley N° 32069, 2025). 
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La gestión de las contrataciones debe estar orientada por principios 

de integridad, ética y buen gobierno; la promoción de códigos de 

conducta, la declaración de intereses y la capacitación en valores éticos 

son medidas recomendadas por la doctrina y la experiencia comparada 

para fortalecer la confianza ciudadana y prevenir conflictos de interés; 

fomentar la participación de la sociedad civil y de los usuarios en la 

vigilancia de los procesos de contratación pública es una estrategia 

efectiva para detectar y denunciar irregularidades, es decir, la 

transparencia activa y la rendición de cuentas son pilares para un sistema 

de compras públicas más eficiente y legítimo; la revisión y actualización 

periódica de la normativa de contrataciones, adaptándola a las mejores 

prácticas internacionales y a las necesidades del contexto nacional, es 

fundamental para eliminar vacíos legales, reducir la burocracia y facilitar la 

gestión por resultados; en ese sentido, la Ley N° 32069 y sus recientes 

reformas buscan precisamente modernizar el marco legal y hacerlo más 

eficiente; estas propuestas se fundamentan en los aportes de la escuela 

de gobierno y políticas públicas de la PUCP, así como en la doctrina de 

expertos en gestión pública y contratación estatal, quienes coinciden en la 

importancia de la capacitación, la transparencia, el control interno y la 

ética como pilares para fortalecer la gestión y supervisión de las 

contrataciones públicas (Castro y Villavicencio, 2021). 

Innovaciones recientes y perspectivas de reforma. 

En los últimos años, el régimen de contrataciones públicas en Perú 

ha experimentado una profunda transformación normativa; la derogación 
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de la Ley N° 30225 y la entrada en vigencia de la nueva Ley N° 32069, 

denominada, ley general de contrataciones públicas, marcan un hito en la 

evolución del sistema, orientado a modernizar y fortalecer la gestión de 

las compras estatales; según Carmen Rosa Pardavé, especialista en 

contrataciones del estado, esta transición responde a la necesidad de 

superar limitaciones detectadas en la aplicación de la ley anterior, así 

como a la búsqueda de mayor eficiencia, transparencia y control en el uso 

de los recursos públicos (Pardavé, 2025). 

Dentro de las principales innovaciones de la nueva ley N° 32069, 

denominada, ley general de contrataciones públicas, se pueden destacar 

las siguientes:  

a) Ejecución de contratos y solución de controversias: la nueva 

ley introduce mecanismos más ágiles para la ejecución contractual y la 

solución de controversias, como la promoción de juntas de resolución de 

disputas y la regulación más detallada del arbitraje y la conciliación; estas 

herramientas buscan reducir la judicialización de los conflictos y garantizar 

la continuidad de los proyectos públicos (Garrigues, 2025). 

b) Régimen sancionador modernizado: se han incorporado 

novedades en el régimen sancionador, estableciendo criterios de 

gradualidad y proporcionalidad en la imposición de sanciones, así como 

procedimientos más claros para la defensa de los proveedores y 

funcionarios involucrados en presuntas infracciones (Núñez y Talavera, 

2021). 
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c) Transparencia y control social: la Ley N° 32069 refuerza la 

obligación de publicar información relevante sobre los procesos de 

contratación y fomenta la participación ciudadana en la vigilancia de las 

compras públicas, esto responde a las recomendaciones de la doctrina y 

la experiencia internacional sobre la importancia de la transparencia para 

prevenir la corrupción (Garrigues, 2025). 

d) Simplificación y digitalización de procesos: se promueve la 

digitalización integral de los procedimientos, el uso de plataformas 

electrónicas y la simplificación de trámites, con el objetivo de reducir la 

burocracia y agilizar la gestión de las contrataciones estatales (Núñez y 

Talavera, 2021).   

e) Enfoque en la sostenibilidad y la innovación: la nueva 

normativa incorpora criterios de sostenibilidad ambiental y social, así 

como incentivos para la innovación en las compras públicas, alineándose 

con tendencias internacionales y recomendaciones de expertos como 

Mónica Núñez Salas y Andrés Talavera Cano (Núñez y Talavera, 2021). 

Los especialistas reunidos en la publicación “Contrataciones con el 

Estado: perspectivas desde la práctica del Derecho” (Núñez Salas y 

Talavera Cano, eds.) subrayan que la reforma debe ser un proceso 

reflexivo y continuo, que tome en cuenta la experiencia acumulada y los 

desafíos emergentes, como la recuperación postpandemia y la lucha 

contra la corrupción; entre los retos pendientes destacan la necesidad de 

fortalecer la profesionalización y capacitación de los operadores del 

sistema, mejorar la articulación entre los distintos niveles de gobierno, 
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consolidar la interoperabilidad de los sistemas digitales y la trazabilidad de 

los procesos y garantizar la efectiva aplicación de los principios de 

integridad, eficiencia y sostenibilidad en todas las etapas de la 

contratación pública (Núñez y Talavera, 2021). 

Las recientes innovaciones y reformas a la ley de contrataciones del 

estado en Perú reflejan un esfuerzo por modernizar el sistema, hacerlo 

más transparente, eficiente y alineado con estándares internacionales; la 

doctrina y los expertos coinciden en que la evolución normativa debe ser 

constante, participativa y orientada a la mejora continua, para responder a 

las necesidades del país y fortalecer la confianza ciudadana en la gestión 

pública (Núñez y Talavera, 2021). 
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CAPITULO IV.- Resultados Obtenidos  

 

1. La economía social de mercado y el neoliberalismo representan dos 

paradigmas distintos sobre el papel del Estado y el mercado en la 

economía; dado que el neoliberalismo promueve la supremacía del 

mercado, la reducción del Estado, la privatización y la liberalización como 

motores del desarrollo económico, confiando en que la libertad individual 

y el libre mercado generarán crecimiento y bienestar. 

2. La economía social de mercado sostiene que el Estado debe tener un rol 

activo y regulador, complementando al mercado para garantizar la 

equidad social, la estabilidad y el desarrollo sostenible; es decir, en este 

modelo, cuanto más fuerte es una institución (Estado o mercado), más 

fuerte puede ser la otra, y no se busca aumentar el poder del mercado 

debilitando al Estado. 

3. Que, la regulación de precios permite que bienes y servicios esenciales, 

como alimentos, medicamentos o servicios públicos, sean accesibles para 

la población, especialmente en contextos de crisis o alta inflación, esto es 
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fundamental para proteger a los sectores más vulnerables y garantizar el 

bienestar general. 

4. Que, al fijar precios máximos o mínimos, tanto consumidores como 

empresas pueden prever con mayor certeza el costo de ciertos productos, 

lo que facilita la planificación económica y reduce la volatilidad en los 

mercados sensibles. 

5. Las contrataciones públicas en el Perú constituyen un pilar fundamental 

para el desarrollo económico y social, ya que permiten canalizar recursos 

estatales hacia bienes, servicios y obras que impactan directamente en la 

calidad de vida de la ciudadanía.  

6. El marco normativo, actualmente regido por la ley general de 

contrataciones públicas, busca garantizar procesos íntegros, eficientes y 

competitivos, alineados con los principios de transparencia, igualdad y 

sostenibilidad. 

7. Que, la adopción de sistemas de compliance permite a las MYPES 

identificar, prevenir y gestionar riesgos asociados al incumplimiento 

normativo, especialmente en áreas como la seguridad y salud 

ocupacional, donde las exigencias legales son cada vez mayores, esto 

contribuye a evitar sanciones, demandas y daños a la reputación 

empresarial, factores que pueden poner en riesgo la continuidad del 

negocio. 

8. Que, las MYPES que adoptan sistemas de compliance no solo cumplen 

con la normativa vigente, sino que también fortalecen su posición en el 

mercado; en ese sentido, las grandes empresas y socios comerciales 
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tienden a preferir trabajar con proveedores que demuestran buenas 

prácticas de cumplimiento, lo que abre nuevas oportunidades de negocio 

y facilita la integración en cadenas de valor más exigentes. 
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CONCLUSIONES 

1. La economía social de mercado se fundamenta en la idea de que el 

Estado y el mercado son instituciones complementarias; entonces, el 

Estado no solo debe garantizar el marco legal y la competencia, sino 

también intervenir para corregir desigualdades y promover la cohesión 

social; este modelo, inspirado en el pensamiento social cristiano y 

desarrollado en la posguerra alemana, ha demostrado que es posible 

combinar eficiencia económica con justicia social, logrando altos niveles 

de bienestar y estabilidad política  

2. Por otro lado, el neoliberalismo propone una reducción drástica del papel 

del Estado en la economía, confiando en que el libre mercado es el mejor 

asignador de recursos y generador de crecimiento; en ese sentido, si bien 

este enfoque ha impulsado la apertura económica, la privatización y la 

liberalización de mercados, también ha sido objeto de críticas por su 

tendencia a aumentar la desigualdad, debilitar los servicios públicos y 

generar inestabilidad social y económica 

3. En la actualidad, el debate académico y político reconoce que ninguno de 

estos modelos es completamente autosuficiente ni universal; en ese 

sentido, la experiencia latinoamericana, por ejemplo, muestra que la 

aplicación acrítica de políticas neoliberales puede profundizar las brechas 

sociales y limitar el desarrollo sostenible, mientras que la economía social 

de mercado enfrenta desafíos para adaptarse a contextos de 

globalización y competencia internacional.  



83 
 

4. Finalmente, la reflexión contemporánea apunta a la necesidad de 

construir modelos económicos híbridos y flexibles, capaces de combinar 

la eficiencia del mercado con la protección social y la equidad; 

consecuentemente, el Estado sigue siendo un actor clave para coordinar, 

regular y corregir los desequilibrios del mercado, mientras que la sociedad 

civil y el sector privado deben participar activamente en la búsqueda de 

un desarrollo más inclusivo y sostenible. 

5. Que, la intervención estatal puede evitar que los precios de productos de 

primera necesidad se disparen debido a fenómenos especulativos, 

escasez temporal o poder de mercado de ciertos actores. 

6. Que, al evitar aumentos abruptos en bienes básicos, se contribuye a la 

estabilidad social y política, reduciendo el riesgo de protestas o conflictos 

derivados del encarecimiento de productos esenciales. 

7. Que, si los precios se fijan por debajo del equilibrio de mercado, la 

cantidad ofrecida suele ser menor que la demandada, lo que genera 

escasez y dificultades de acceso para los consumidores. 

8. Que, la escasez derivada de los controles de precios incentiva la creación 

de mercados informales o ilegales, donde los productos se venden a 

precios superiores a los oficiales, afectando la equidad y la legalidad. 

9. Que, cuando los productores no pueden cubrir sus costos u obtener una 

ganancia razonable, se reduce la inversión en el sector regulado, lo que 

puede afectar la innovación, la calidad y la futura oferta de bienes y 

servicios. 
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10. Que, aunque la implementación de sistemas de compliance implica una 

inversión inicial en recursos, capacitación y adaptación de procesos, los 

beneficios a mediano y largo plazo, como la reducción de riesgos, la 

mejora de la gestión interna y el acceso a nuevos mercados, superan 

ampliamente estos costos, especialmente en aquellas MYPES que 

buscan expandirse o consolidarse. 

11. Que, el éxito de los programas de compliance depende en gran medida 

del compromiso de los líderes empresariales; en ese sentido, la 

sensibilización y formación continua de los colaboradores, junto con la 

designación de responsables internos, son elementos esenciales para 

crear una cultura organizacional basada en la ética y la transparencia. 

12. El organismo supervisor de las contrataciones del estado (OSCE) 

desempeña un rol clave como ente rector y supervisor del sistema, su 

labor no solo se limita a la vigilancia y fiscalización de los procesos, sino 

que también abarca la emisión de directivas, la capacitación de 

operadores y la promoción de buenas prácticas.  

13. El OSCE contribuye a la integridad y eficiencia del sistema, fortaleciendo 

la confianza ciudadana y la legitimidad institucional; sin embargo, 

persisten desafíos estructurales como la corrupción, la colusión y la falta 

de transparencia, que requieren respuestas integrales y sostenidas.  

14. La profesionalización de los funcionarios, la digitalización de los procesos 

y la participación ciudadana son estrategias indispensables para enfrentar 

estos retos y consolidar un sistema de compras públicas moderno y 

confiable. 
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RECOMENDACIONES 
 

1. Las políticas neoliberales han logrado, en algunos casos, estabilizar la 

macroeconomía y promover el crecimiento, pero a menudo han generado 

efectos negativos como el aumento de la desigualdad, la concentración 

de la riqueza y la erosión de los sistemas de protección social; en ese 

sentido, el énfasis en la austeridad fiscal, la privatización y la liberalización 

ha debilitado la capacidad estatal para responder a las demandas 

sociales y ha dejado a amplios sectores de la población en situación de 

vulnerabilidad. 

2. Que, la economía social de mercado, como se evidenció en el caso 

alemán, ha permitido combinar crecimiento económico con cohesión 

social y baja desigualdad, mostrando que es posible lograr eficiencia 

económica sin sacrificar la justicia social. 

3. Que, la experiencia latinoamericana demuestra que la aplicación rígida de 

recetas neoliberales, sin considerar las condiciones sociales y políticas 

locales, puede conducir a crisis recurrentes y a la profundización de los 

problemas estructurales, como la pobreza y la exclusión; en cambio, la 

economía social de mercado ofrece un marco más equilibrado, donde la 

estabilidad macroeconómica, la apertura y la competitividad se combinan 

con políticas activas de equidad y protección social, esto sugiere la 

necesidad de ampliar los principios del Consenso de Washington, 

incorporando un contenido ético y social que permita un desarrollo más 

inclusivo y sostenible. 
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4. Que, ni el mercado ni el Estado, por sí solos, pueden garantizar el 

desarrollo pleno de una sociedad; en ese sentido, el fortalecimiento de 

ambos modelos en un marco de complementariedad y regulación 

adecuada, es clave para enfrentar los desafíos económicos y sociales 

contemporáneos; en ese sentido, la economía social de mercado 

demuestra que el equilibrio entre eficiencia y equidad es posible y 

deseable, mientras que el neoliberalismo, en su versión más ortodoxa, ha 

mostrado límites importantes en términos de cohesión social y 

sostenibilidad. 

5. Que, mantener controles de precios implica costos para el Estado, tanto 

en subsidios como en la supervisión y fiscalización de los mercados 

regulados. 

6. Que, la regulación puede impedir que los precios reflejen la verdadera 

escasez o abundancia de los bienes, dificultando la asignación eficiente 

de recursos y la respuesta de los agentes económicos a las condiciones 

reales del mercado. 

7. Que, la regulación de precios puede ser una herramienta útil para 

proteger a los consumidores y garantizar el acceso a bienes esenciales en 

situaciones excepcionales; sin embargo, su uso prolongado o mal 

diseñado suele generar distorsiones, escasez, mercados negros y 

desincentivos a la producción, por lo que debe aplicarse con criterios 

técnicos y de manera focalizada, complementándose con otras políticas 

económica. 
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8. Que, en contextos donde la informalidad es un problema estructural, el 

compliance se convierte en una herramienta para la formalización y 

profesionalización de las MYPES, facilitando su acceso a financiamiento, 

beneficios estatales y mejores condiciones laborales para sus 

trabajadores; entonces, la implementación de sistemas de compliance en 

las MYPES no solo es una exigencia legal, sino una estrategia 

fundamental para su desarrollo sostenible, competitividad y reputación en 

el mercado actual. 

9. Las recientes reformas normativas e innovaciones tecnológicas reflejan la 

voluntad de adaptación y mejora continua del sistema, pero su éxito 

dependerá de la efectiva implementación y del compromiso ético de todos 

los actores involucrados.  

10. En suma, el fortalecimiento de la gestión y supervisión de las 

contrataciones estatales es esencial para asegurar el uso eficiente de los 

recursos públicos y promover el desarrollo sostenible del país. 
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